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POLICÍA FEDERAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, INCISO A), DE LA LEY RELATIVA NO
TRANSGREDE EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
El citado precepto, al señalar de manera genérica que los miembros de la Policía Federal serán
separados de sus cargos cuando, siendo convocados a 3 procesos consecutivos de promoción, no
participen en ellos o cuando, habiendo participado, no obtengan el grado inmediato superior que les
correspondería, por causas imputables a sí mismos, sin especificar cuáles son dichas causas, no
transgrede el derecho de audiencia reconocido en el artículo 14 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, pues debe tenerse en consideración lo sustentado por la Suprema
Corte de Justicia de la Nación sobre la importancia y necesidad de la profesionalización de los
miembros de las corporaciones policiacas en su carácter de servidores públicos, para comprender
que es en virtud de esa necesidad, que el legislador incorporó en la Ley, el Servicio Profesional de
Carrera Policial, estableciendo la obligación para los miembros de dicha institución de mantenerse
actualizados y aptos para realizar las funciones que se les exigen, pues sólo mediante un
mecanismo rígido puede lograrse una profesionalización efectiva que satisfaga la demanda social
en materia de seguridad pública.
  
  
Acción de inconstitucionalidad 48/2009. Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 14 de abril
de 2011. Once votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Laura García Velasco.
 
El Tribunal Pleno, el siete de marzo en curso, aprobó, con el número 1/2013 (9a.), la tesis
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de marzo de dos mil trece.
  
  
 

Instancia: Pleno Décima Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Tesis: P./J. 1/2013 (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta.

Tipo: Jurisprudencia

Semanario Judicial de la Federación
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NOTIFICACIONES PERSONALES EN MATERIA LABORAL. EL ARTICULO 744 DE LA LEY
FEDERAL DEL TRABAJO ES CONSTITUCIONAL PORQUE TIENDE A VELAR POR EL
DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Del análisis del artículo 744 de la Ley Federal del Trabajo se advierte que está acorde con los
artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, toda vez que tiende a velar por el
derecho de audiencia de las partes en el procedimiento, de manera de que no se les deje en estado
de indefensión, toda vez que prevé que las ulteriores notificaciones personales deberán hacerse al
interesado o persona autorizada para ello el mismo día en que se dicte la resolución, si éste, o la
persona autorizada para ello, concurre al local de la Junta o, en el domicilio que hubiese designado,
y para el caso, de que el actuario no hallare presente al interesado dejará una copia de la resolución
autorizada, y si la casa o local está cerrado, la fijará en la puerta de la entrada; esta última
circunstancia prevista por el artículo reclamado, no viola la garantía de audiencia, por facultar a los
actuarios para que realicen las notificaciones personales que se les encomienden, excepto el
emplazamiento, fijando en la puerta de los domicilios que encuentre cerrados una copia del
proveído a notificar, ya que es una forma razonable prevista por el legislador para que los
interesados puedan llegar a tener conocimiento de la resolución que debe notificarse ante la
imposibilidad de entender la diligencia con alguna persona que viva o trabaje en el lugar señalado
para oír notificaciones y en esta forma no se paralice el procedimiento.
  
  
Amparo en revisión 9688/84. Eduardo Nava Vega. 9 de septiembre de 1986. Mayoría de quince
votos. Disidentes: Felipe López Contreras, Noé Castañón León, Ernesto Díaz Infante y Juan Díaz
Romero. Ponente: Leopoldino Ortiz Santos. Secretaria: María del Carmen Sánchez Hidalgo.  
  
  

Instancia: Pleno Séptima Época Materia(s): Constitucional,
Laboral

Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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COOPERACION, DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Aunque la liquidación que se giró a la quejosa esté apoyada en un reporte de la Dirección de Obras
Públicas de fecha 28 de julio de 1951, si se establece que la cantidad exigida corresponde al 40%
del costo total de la obra de reconstrucción del alumbrado, esto indica con claridad que se aplicó a
la recurrente el sistema de porcentaje sobre el costo total de la obra, y que no se basó
exclusivamente, en la limitación de la impugnación del cobro, sino fundamentalmente, sobre dicho
sistema de derrama, y es aplicable al caso la jurisprudencia que sostiene "como los causantes
tienen el derecho de conocer el valor de las obras que realiza el Departamento del Distrito Federal,
antes de su iniciación, tal derecho implica la obligación de la autoridad de dar a conocer al
interesado los datos relativos, y la falta de dicho requisito implica la violación del artículo 14
constitucional.".
  
  
Amparo en revisión 418/54-2a. Emilia Asúnsolo de Herrera. 4 de agosto de 1959. Unanimidad de
dieciséis votos. Ponente: Rafael Matos Escobedo.
  
  

Instancia: Pleno Sexta Época Materia(s): Administrativa,
Constitucional

Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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CONCEPTOS DE VIOLACION, CUANDO NO SE CUMPLEN LOS PRESUPUESTOS FORMALES
DEL DERECHO DE AUDIENCIA Y EL PRINCIPIO DE FUNDAMENTACION LEGAL, NO DEBEN
ESTUDIARSE LOS.
  
  
Si el Juez de Distrito concedió la protección constitucional al quejoso, porque al pronunciarse el acto
reclamado que lo desposeyó de terrenos ejidales, no fue oído en el procedimiento que con tal acto
culminó y este no contiene cita de precepto alguno que lo funde, debió por ello haberse abstenido
de entrar al estudio de los demás conceptos de violación, puesto que cuando la resolución
reclamada no está fundada en ley ni al pronunciarse es oída la parte perjudicada, en agravio de la
cual se violan por consiguiente los principios relativos que consagran los artículos 14 y 16 de la
Constitución Federal, el juzgador no debe considerar en su fallo cualesquiera otros conceptos que
supongan que se había cumplido con los presupuestos formales del derecho de audiencia y con el
principio de fundamentación legal.
  
  
Amparo en revisión 6594/63. Comisariado Ejidal de "Santa María Ticoman", Delegación de Gustavo
A. Madero, D. F. 23 de noviembre de 1964. Cinco votos. Ponente: José Rivera Pérez Campos.
  
  

Instancia: Segunda Sala Sexta Época Materia(s): Común,
Administrativa

Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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TELEFONOS, CANCELACION Y RESCISION INMEDIATA DE SERVICIO DE (DERECHO DE
AUDIENCIA).
  
  
Si al levantarse el acta por el C. Inspector Oficial de Vías Generales de Comunicación que en ese
momento se encontraba en funciones representando a las autoridades responsables, del texto
mismo del acta mencionada, cuya copia certificada aparece en autos, se advierte que sólo contiene
una afirmación unilateral, sin testigo alguno, del citado inspector, referida a la supuesta infracción y
sin que conste que se le hubiera dado oportunidad a la quejosa de haber sido oída en defensa de
sus intereses, esto confirma que no se cumplió con el requisito de audiencia, y que se debe
conceder el amparo a la quejosa contra la resolución reclamada que ordena a Teléfonos de México,
S. A., rescindir el contrato relativo y suspender el servicio telefónico, porque para dictarla las
responsables violaron en perjuicio de la reclamante la aludida garantía de audiencia que consagra
el artículo 14 de la Constitución Federal.
  
  
Amparo en revisión 9007/63. Irene Ledesma. 4 de noviembre de 1964. Unanimidad de cuatro votos.
Ponente: Pedro Guerrero Martínez.
  
  

Instancia: Segunda Sala Sexta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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EJIDOS. SUCESION DE PARCELAS. DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
En el supuesto de que entre dos personas se tenga que decidir por la autoridad agraria a quien
corresponde el derecho de usufructo de determinada parcela, una por designación expresa como de
heredera preferente del ejidatario fallecido, desavecinada, o la otra que había hecho vida marital por
tiempo mayor del que marca la ley, procreando un hijo y poseedora actual de la parcela referida,
debe la autoridad en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 14 constitucional oír a las partes
en el procedimiento administrativo correspondiente, para así resolver conforme a derecho, quien de
las dos personas es la beneficiada con el usufructo de dicha tierra, manteniendo a la que está en
posesión de la parcela, en la misma hasta tanto se resuelve el procedimiento administrativo que
corresponde, quien tiene mejor derecho al usufructo de dicha tierra que decida en vista de la
investigación que se practique por las propias autoridades responsables.
  
  
Amparo en revisión 1859/63. Luisa Soriano Juárez. 16 de julio de 1964. Cinco votos. Ponente:
Pedro Guerrero Martínez.
  
  

Instancia: Segunda Sala Sexta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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AGRARIO. DEBE RESPETARSE EL DERECHO DE AUDIENCIA PARA PRIVAR AL POSEEDOR
DE LA POSESION DE UNA PARCELA.
  
  
Si en autos está demostrada la posesión, por parte del quejoso de una parcela en disputa, así como
la orden dictada por el director general de Derechos Agrarios para que se prive a aquel de la
parcela, sin que exista dato alguno que indique que el interesado fue oído previamente en defensa,
procede la concesión del amparo, sin perjuicio de los derechos que el quejoso y el tercero
perjudicado tengan respecto a la parcela, cuestiones que deben estudiarse en procedimiento en que
se respete la garantía de audiencia.
  
  
Amparo en revisión 9574/63. Cecilia Sollozo Acosta. 17 de abril de 1964. Unanimidad de cuatro
votos. Ponente: Octavio Mendoza González.
  
  

Instancia: Segunda Sala Sexta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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AGRARIO. DESPOSESION DE PARCELAS, SIN RESPETO AL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
No viola el Juez de Distrito los artículos 171 y 85 del Código Agrario, si en la sentencia de amparo
no ha pretendido establecer a quien pertenece legalmente la parcela en disputa, sino que por el
contrario únicamente ha otorgado el amparo de la Justicia Federal para que se respete la posesión
material que tiene el quejoso respecto de la misma; por lo que la sentencia no se ha ocupado de la
propiedad, esto es, de a quien debe corresponder dicha parcela, sino que, con toda claridad
establece que la responsable no tiene facultades, de propia autoridad, para ordenar la desposesión
sin acatar la garantía de audiencia previa que concede el artículo 14 constitucional.
  
  
Amparo en revisión 9474/63. Fortino Velazco Castellanos. 2 de abril de 1964. Unanimidad de cuatro
votos. Ponente: Pedro Guerrero Martínez.
  
  

Instancia: Segunda Sala Sexta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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CONSTRUCCIONES, REGLAMENTO DE. DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Aun suponiendo que la quejosa haya construido la obra que se mandó demoler sin licencia,
necesaria para hacerla, y que por lo mismo procedía la sanción que le fue impuesta, esto no quiere
decir que no deba ser oída en defensa; ya que la garantía que consagra el artículo 14 de la
Constitución Federal es terminante al respecto, al ordenar que persona alguna pueda ser privada de
sus derechos, posesiones o propiedades sin que haya sido oída en juicio, seguido ante autoridad
competente y en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento; garantía que, en
la materia administrativa, no se cumple con solo establecerse en la ley del acto un recurso de
inconformidad, puesto que en éste se oiría al afectado con posterioridad al acto mismo que lo
lesiona; pero sobre todo cuando, como en el caso, no es obligatorio para el particular el agotarlo,
por no otorgarle el medio legal de suspender el acto que lo agravia.
  
  
Amparo en revisión 6843/63. Esperanza Navarro de Alvarez. 24 de abril de 1964. Cinco votos.
Ponente: Octavio Mendoza González.
 
Amparo en revisión 8030/63. Miguel Domínguez Palacios. 2 de abril de 1964. Unanimidad de cuatro
votos. Ponente: Pedro Guerrero Martínez.
  
  

Instancia: Segunda Sala Sexta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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EMBARGO PRECAUTORIO, DERECHO DE AUDIENCIA EN CASO DEL LEVANTAMIENTO DE LA
PROVIDENCIA DE (LEGISLACION DEL ESTADO DE NUEVO LEON).
  
  
Aun cuando, en términos generales, es cierto que las partes que acuden ante la autoridad judicial
deban estar colocadas en la misma situación, también lo es que tal afirmación y el derecho de
audiencia, tienen una excepción en casos precisamente como los de las providencias y secuestros
precautorios, por cuya naturaleza y finalidad no se oye al afectado para que no los impida. Pero
cosa muy distinta es el levantamiento de la providencia, pues en tal caso sí debe oírse a la parte
que pueda resultar afectada con dicho levantamiento, es decir, al acreedor, pues aun cuando solo
fuese una mera expectativa de derecho la que tuviera en su favor, no puede serle afectada sin violar
el artículo 14 constitucional si no se le escucha y se le da la oportunidad de impugnar los
instrumentos y los razonamientos presentados por el tercero que solicita el levantamiento de la
providencia. Por tal motivo, el artículo 209 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de
Nuevo León es anticonstitucional, en cuanto autoriza el levantamiento de plano de una providencia
de embargo precautorio cuando afecte las propiedades y posesiones de un tercero, toda vez que
contraría la garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional.
  
  
Amparo en revisión 763/55. Por acuerdo de la Primera Sala, de fecha 8 de junio de 1953, no se
menciona el nombre del promovente. 26 de enero de 1956. Cinco votos. Ponente: Agustín Mercado
Alarcón.
 
Nota: En el Informe de Labores de 1956, Primera Sala, página 87, esta tesis aparece publicada bajo
el rubro: "SECUESTRO PRECAUTORIO OBTENIDO POR EL OFENDIDO."
  
  
                                                                                                                                                                
                 

Instancia: Primera Sala Quinta Época Materia(s): Constitucional,
Civil

Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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TRANSPORTES EN AUTOBUSES DE PASAJEROS, DERECHO DE AUDIENCIA PARA LA
CONSTITUCION DE UNA NUEVA EMPRESA DE.
  
  
Si operan dos distintas empresas de transportes en la misma ruta, las autoridades responsables no
pudieron haber aprobado una tercera sociedad, sin oír en defensa a las propias quejosas, en vista
del interés jurídico que en favor de éstas creó su constitución como sociedades legítimas,
explotadoras del servicio público de transporte de pasajeros de primera clase en la ruta nacional
respectiva y debe concederse el amparo a las sociedades quejosas, para los efectos de que sean
oídas en el procedimiento que determinó la aprobación del proyecto de constitución de la nueva
sociedad.
  
  
Amparo en revisión 4050/55. Transportes de Lujo "Los Galgos", S.A. de C.V. 28 de junio de 1957.
Mayoría de tres votos. Ponente: Franco Carreño.
  
  
                                                                                                                                                                
                 

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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CONCESIONES OTORGADAS POR EL ESTADO, TERMINACION O CADUCIDAD DE LAS, SIN
DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
En las concesiones que otorga el Estado a los particulares, siempre se expresa la forma en que han
de terminar las mismas y las causas de su caducidad, y cuando el Estado expresamente establece
que dicha caducidad ha de ser declarada por el Poder Judicial, así lo dispone; pero si por el
contrario se establece que la concesión se regirá por una ley determinada, es claro que está
excluyendo la intervención del Poder Judicial en la declaratoria de caducidad, y si con tal situación
se conforma el concesionario al aceptar la concesión, por este sólo hecho se somete al
procedimiento de cancelación establecido por la Ley de la Materia y su Reglamento, por lo que si en
dichos Ordenamientos se faculta al Ejecutivo para cancelar de inmediato la concesión, en tales
condiciones no puede el quejoso alegar la violación de la garantía de audiencia.
  
  
Amparo en revisión 2950/56. Alberto Romo Ortiz. 7 de febrero de 1957. Unanimidad de cuatro
votos. Ponente: José Rivera Pérez Campos.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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MILITARES, DERECHO DE AUDIENCIA PARA FIJAR LA FECHA O ANTIGÜEDAD EN EL
ASCENSO DE LOS.
  
  
Si una resolución de las autoridades militares correspondientes dispone que al ascender otros
militares al mismo grado que ostenta el quejoso se les conceda la antigüedad con que éste
ascendió a dicho grado quedando ellos a su derecho en el escalafón respectivo, se afectan los
derechos del mencionado quejoso porque en vez del lugar que ocupa en el escalafón vendría a
ocupar otro muy inferior al situarse a la izquierda de aquéllos, independientemente de que el
Senado de la República ratifique o no al uno y a los otros el grado que les fue conferido, por lo que
deben ser oídos todos los interesados.
  
  
Amparo en revisión 6942/55. Mariano F. Raynes Martínez. 21 de febrero de 1957. Unanimidad de
cuatro votos. Ponente: Franco Carreño.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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AGRARIO. DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Si las autoridades agrarias responsables no prueban que unos terrenos afectados están
comprendidos en una finca expropiada, tienen derecho los simples poseedores de pequeñas
propiedades, a ser oídos antes de que se afecten sus propiedades, y es claro que lo tienen también
aquellos, aún con mayor razón, cuando se alegue que esos terrenos no están comprendidos en la
afectación. En consecuencia, resulta fundado el concepto de violación que se apoye en tal falta de
audiencia, procediendo conceder a los quejosos el amparo y protección de la Justicia Federal que
soliciten para el efecto de que las responsables den oportunidad a los quejosos de comprobar si se
encuentran o no dentro de la situación prevista por los artículos 64 y 66 del Código Agrario.
  
  
Amparo en revisión 1654/56. Anastacio Hernández y Coagraviados. 9 de noviembre de 1956.
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Octavio Mendoza González.
  
  
                                                                                                                                                                
                 

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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AGRARIO. COPROPIEDAD DE TERRENOS COMUNALES (DERECHO DE AUDIENCIA DE LOS
COMUNEROS).
  
  
Estando comprobada la comunidad, es indudable que un procedimiento seguido sin audiencia de
todos los copropietarios o de su representante común, no puede afectar a aquellos que no han sido
parte en el conflicto y si en un caso no existe prueba ni siquiera afirmación de las autoridades
responsables de que se haya dado audiencia a unos poblados o a sus representantes legítimos, tal
como lo ordena el artículo 315 del Código Agrario, debe tenerse a los citados poblados como
terceros extraños al procedimiento y afectados en sus propiedades y posesiones, sin que se hayan
llenado las formalidades esenciales del procedimiento y por lo mismo es clara la infracción en
perjuicio de los mismos quejosos de la garantía de audiencia que otorga el artículo 14
constitucional. Siendo de advertir que la exigencia de que para la procedencia del amparo sea
preciso el acuerdo de todos o la mayoría de todos los copropietarios, sólo tiene importancia desde
el punto de vista del alcance de la sentencia en cuanto a las personas amparadas, más no para la
procedencia del juicio promovido por uno solo, ya que no se trata de un acuerdo necesario para la
administración de la cosa común, sino de la defensa de un acto que afecta a los titulares y que por
naturaleza de su derecho (condominio) y de la defensa (juicio de garantías), puede promoverlo cada
uno por sí o conjuntamente todos ellos.
  
  
Amparo en revisión 2449/54. Pueblos de San Pablo Ostotepec y San Pedro Actopan (acumulados).
9 de noviembre de 1956. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Octavio Mendoza González.
  
  
                                                                                                                                                                
                 

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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DERECHO DE AUDIENCIA EN JUICIO FISCAL. REPOSICION.
  
  
Si la consideración del juzgador para otorgar el amparo estriba fundamentalmente en que no se le
dio oportunidad de audiencia ni defensa al actor, en juicio fiscal, a pesar de que los artículos 549,
550 y 552 de la Ley de Hacienda del Distrito Federal establecen la garantía de audiencia,
incurriendo con ello en la violación a las formalidades del procedimiento protegidas por los artículos
14 y 16 constitucionales, es indudable que el cumplimiento de tal ejecutoria se reducía
exclusivamente al dictado de una nueva sentencia para el efecto de darle oportunidad al quejoso,
actor en el juicio, de ser oído y poder defenderse, en cumplimiento a los citados preceptos, lo cual
de ninguna manera implica que se trate de un acto consumado de imposible reposición, puesto que
la misma Sala al sentenciar, manifiesta categóricamente que se trata de una violación de
procedimiento, por lo cual resulta perfectamente material y jurídico reponerlo, cumpliendo
precisamente con los requisitos y elementos establecidos por los artículos violados, es decir, que el
actor sea oído y tenga oportunidad de defensa.
  
  
Revisión fiscal 178/56. Julián Caber. 25 de julio de 1956. Unanimidad de cinco votos. Ponente:
Alfonso Francisco Ramírez.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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EXPROPIACION, DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
La tesis jurisprudencial establecida por la Suprema Corte de Justicia en el sentido de que en
materia de expropiación no rige la garantía de audiencia consagrada por el artículo 14 de la
Constitución, por no encontrarse tal requisito estatuído por el artículo 27 de la propia Carta
Fundamental, es aplicable a las expropiaciones decretadas no solamente por la Federación sino
también a las acordadas por los Estados en virtud de que el segundo párrafo de la fracción VI del
artículo constitucional establece, sin distingos, en uno y otro caso, el mismo régimen, igual
procedimiento e idénticas causas.
  
  
Amparo en revisión 3028/55. José María Sánchez. 7 de mayo de 1956. Unanimidad de cinco votos.
Ponente: Octavio Mendoza González.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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INVASION MINERA, DERECHO DE AUDIENCIA EN MATERIA DE.
  
  
Si no se cumplen los preceptos contenidos en el artículo 69 de la Ley Minera, que dispone que "Es
causa de oposición a una solicitud de cateo, la invasión total o parcial de los terrenos a que se
refiere el artículo 8o.", o sea, de los "terrenos no libres", que son los enumerados en este último
precepto; ni el párrafo tercero del artículo 22 del mismo ordenamiento, que declara: "Si
posteriormente al otorgamiento del permiso se presentare en término alguna oposición a la solicitud,
el agente suspenderá los efectos del permiso hasta no resolverse lo que corresponda en el
incidente de dicha oposición "; así como, el artículo 70 que previene que "la Secretaría de Industria,
Comercio y Trabajo, al revisar el expediente con arreglo al artículo 60 de esta ley, examinará la
oposición alegada y resolverá si se toma o no en cuenta, oyendo a las partes, a quienes citará
previamente para que por escrito presenten sus pruebas, examinará éstas y resolverá respecto a la
existencia o inexistencia de la invasión"; ni el 30 del reglamento que preceptúa que "si del estudio
resulta que se presentó alguna de las oposiciones a que se refiere el artículo 69 de la ley, se
señalará al solicitante y opositor, de acuerdo con el artículo 70 de la misma ley, un plazo de 30 días
para que expongan todo o que a sus intereses convenga", no se dio a los quejosos la intervención
necesaria para defender sus derechos, para que, con apego a los artículos invocados, se haya
respetado en su favor la garantía de audiencia.
  
  
Amparo en revisión 1777/55. Alicia Tirado Seelbach. 29 de febrero de 1956. Unanimidad de cuatro
votos. Ponente: Alfonso Francisco Ramírez.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Constitucional,
Común

Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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COOPERACION, DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Si en el juicio de nulidad se ha declarado que las autoridades demandadas violaron el artículo 424
de la Ley de Hacienda del Departamento del Distrito Federal, por no haber dado a conocer a los
causantes el costo de las obras realizadas, el efecto de la nulidad no es el de liberar al causante del
pago de la cooperación, que le corresponde, sino únicamente el de que se le dé oportunidad de
hacer las objeciones que estime pertinentes a los costos asignados a las aludidas obras, o sea en
otras palabras, reponer el procedimiento administrativo.
  
  
Tomo CXXII, página 2095. Indice Alfabético. Revisión fiscal 218/54. Pizarro Suárez de Carbia
Dolores y coagraviados. 25 de octubre de 1955. Unanimidad de cinco votos. Relator: Alfonso
Francisco Ramírez.
 
Tomo CXXII, página 261. Revisión fiscal 240/54. Tesorería del Distrito Federal (Pérez de Ceja
Sara). 13 de octubre de 1954. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Alfonso Francisco Ramírez.
Relator: José Rivera  Pérez Campos.
 
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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DOTACIONES AGRARIAS, DERECHO DE AUDIENCIA EN CASO DE.
  
  
La garantía que consigna el artículo 14 de la Constitución debe interpretarse en el sentido de que a
cualquier acto de autoridad que implique afectación de derechos individuales debe anteceder un
procedimiento en que se dé audiencia al interesado, sin que sea preciso que la autoridad judicial
indefectiblemente intervenga para resolver; por lo que, aun tratándose de una afectación agraria, no
puede privarse al agraviado de la zona de protección de la hacienda de su propiedad, sin que se le
haya oído y vencido al efecto, dentro de un procedimiento en que se cumpla la garantía consagrada
por el artículo 14 de la Constitución.
  
  
Amparo Administrativo en revisión 1133/54. Molina Alcántara Cliserio. 20 de octubre de 1954.
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Alfonso Francisco Ramírez ponente: José Rivera Pérez
Campos. 
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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COOPERACION, DERECHO DE AUDIENCIA DE LOS CAUSANTES DE LOS DERECHOS DE.
  
  
Si estiman los quejosos que los Decretos impugnados son inconstitucionales porque no conceden la
garantía de audiencia consagrada por el artículo 14 de la Carta Fundamental, y a su vez las
responsables sostienen que con la intervención de un organismo de usuarios y causantes, al que
estiman representante de los quejosos, se satisfizo tal requisito de audiencia, el sentenciador
necesariamente debe analizar el problema de la pretendida representación, esencial en el
planteamiento de la litis, aun cuando tal situación jurídica no haya sido expresamente propuesta
como concepto de violación.
  
  
Amparo administrativo en revisión 7049/50. Zamora Orizaba José y coags. 4 de noviembre de 1953.
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Nicéforo Guerrero. Ponente: Alfonso Francisco Ramírez.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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COOPERACION, DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Como los causantes tienen el derecho de conocer el valor de las obras que realiza el Departamento
del Distrito Federal, antes de su iniciación, tal derecho implica la obligación de la autoridad de dar a
conocer al interesado los datos relativos y la falta de dicho requisito implica la violación del artículo
14 constitucional.
  
  
Amparo administrativo en revisión 185/53. Bustamante Luis Felipe. 21 de septiembre de 1953.
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Alfonso Francisco Ramírez. Ponente: Franco Carreño.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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COOPERACION, DERECHO DE AUDIENCIA EN CASO DE (INCONSTITUCIONALIDAD DEL
TITULO X DE LA LEY DE HACIENDA DEL DISTRITO FEDERAL).
  
  
La Suprema Corte ha sostenido que el artículo 416 de la Ley de Hacienda del Distrito Federal es
violatorio de las garantías consagradas en el artículo 14 constitucional, por cuanto a que autoriza la
intervención de los afectados hasta después de que la Comisión Mixta de Planificación haya hecho
la fijación del impuesto, así como por limitar el derecho de inconformarse con la resolución
respectiva, solamente a los errores en los cálculos de las áreas y en los numéricos
correspondientes ahora bien, sucede lo mismo con los recursos consignados en los artículos 752,
757 y 771 de la Ley de Hacienda del Departamento del Distrito Federal y 160 del Código Fiscal de
la Federación, ya que se autoriza la intervención de los afectados hasta después que se ha
formulado la liquidación, cuando se les va a ejecutar, y porque el citado artículo 757 limita el
derecho de inconformarse a los cuatro casos que consignan sus fracciones y que son: cuando se
hubiera pagado el adeudo total o parcialmente; cuando la liquidación de la oficina ejecutora no sea
correcta; cuando exista duplicidad de cuentas y no se haya hecho la depuración correspondiente, y
cuando el adeudo hubiera prescrito en los términos de la ley. De lo que resulta que por no contener
el título X de la Ley de Hacienda del Departamento del Distrito Federal, procedimiento alguno en el
que se oiga al afectado antes de formularle la liquidación correspondiente, es violatorio del artículo
14 constitucional.
  
  
Amparo administrativo en revisión 6200/51. Cortés de Martínez Catalina. 5 de agosto de 1953.
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Franco Carreño. La publicación no menciona el nombre del
ponente.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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COOPERACION, DERECHO DE AUDIENCIA EN CASO DE.
  
  
El Título Décimo de la Ley de Hacienda del Departamento del Distrito Federal, de treinta y uno de
diciembre de mil novecientos cuarenta y uno, es violatorio del artículo 14 constitucional, por cuanto
no establece procedimiento alguno por el que se oiga en defensa a los afectados antes de que se
les formule la respectiva liquidación y porque limita los casos en que éstos pueden oponerse a la
ejecución fiscal, y sólo autoriza la intervención de dichos afectados hasta después que se ha
formulado la liquidación.
  
  
Amparo en revisión 1021/51. Ruby Lesher de Burns. 11 de febrero de 1953. Unanimidad de cinco
votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.
 
Tomo CXIV; Pág. 596. Amparo administrativo en revisión 4957/51. Gómez de Sotomayor Pilar. 25
de julio de 1952. Unanimidad de cuatro votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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RUTA, SUSPENSION DE (DERECHO DE AUDIENCIA).
  
  
Si los quejosos reclaman que las autoridades responsables les han dictado la suspensión de sus
rutas o servicios de transporte de pasajeros, en determinado camino considerado federal, y la
ejecución de esos acuerdos sin que se les haya seguido procedimiento alguno y sin haber sido
oídos ni vencidos en juicio, con violación en su perjuicio de la garantía que consagra el artículo 14
constitucional; pero los promoventes no tienen derecho alguno para transitar en el camino federal
de referencia, es indudable que las autoridades señaladas como responsables no estuvieron
obligadas constitucionalmente a otorgar a los quejosos la garantía de audiencia previa de que habla
el artículo constitucional citado, porque este precepto legal es claro en el sentido de que a toda
persona no se le moleste en sus posesiones o derechos sin oírsele previamente, y la condición sine
quanon que establece tal artículo es la de tener un derecho adquirido para que opera dicha
garantía.
  
  
Amparo administrativo en revisión 2036/52. Ramírez Gutiérrez Alejandro. 13 de octubre de 1952.
Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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COOPERACION, DERECHO DE AUDIENCIA EN CASO DE.
  
  
El título décimo de la Ley de Hacienda del Departamento del Distrito Federal, de 31 de diciembre de
1941, es violatorio del artículo 14 constitucional por cuanto no establece procedimiento alguno por el
que se oiga en defensa a los afectados antes de que se les formule la respectiva liquidación y
porque limita los casos en que estas pueden oponerse a la ejecución fiscal, y sólo autoriza la
intervención de dichos afectados hasta después que se ha formulado la liquidación.
  
  
Amparo administrativo en revisión 4597/51. Gómez de Sotomayor Pilar. 25 de julio de 1952.
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Octavio Mendoza González. La publicación no menciona el
nombre del ponente.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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COOPERACION, DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Como los causantes tienen el derecho de conocer el valor de las obras antes de su iniciación, tal
derecho implica la obligación de la autoridad correspondiente de dar a conocer al interesado los
datos relativos, y la falta de dicho requisito implica la violación del artículo 14 constitucional.
  
  
Amparo administrativo en revisión 271/52. Parra viuda de Aceves María Rufina. 18 de septiembre
de 1952. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Rivera Pérez Campos. La publicación no
menciona el nombre del ponente.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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PLUSVALIA, DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Antes de proceder al cobro del impuesto de plusvalía, debe notificarse al causante del mismo, en la
proporción que se le fije, a fin de que si le conviniere, produzca su inconformidad ante la Comisión
Mixta de Planificación, conforme al artículo 416 del la Ley de Hacienda, y de no hacerse así, se
priva al interesado de la defensa que la ley de la materia le otorga de un modo especial.
  
  
Tomo CXII, página 2512. Indice Alfabético. Amparo en revisión 5247/51. Zorrilla Barrundia José. 11
de junio de 1952. Unanimidad de cinco votos. Relator: Nicéforo Guerrero.
 
Tomo CXII, página 329. Amparo 5320/51. Gómez de Sotomayor Pilar. 21 de abril de 1952.
Unanimidad de cinco votos. Relator: Alfonso Francisco Ramírez.
 
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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COOPERACION, DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Como los causantes tienen el derecho de conocer el valor de las obras, antes de su iniciación, tal
derecho implica la obligación de la autoridad correspondiente, de dar a conocer al interesado los
datos relativos, y la falta de dicho requisito, implica la violación del artículo 14 constitucional.
  
  
Amparo administrativo en revisión 1660/51. Z. Manterola Ma. Teresa y coags. 12 de noviembre de
1951. Unanimidad de cinco votos. Ponente: Alfonso Francisco Ramírez.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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PLUSVALIA, DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Antes de proceder al cobro del Impuesto de Plusvalía, debe notificarse al causante del mismo, en la
proporción que se le fije, a fin de que si le conviniere, produzca su inconformidad ante la Comisión
Mixta de Planificación, conforme al artículo 416 del la Ley de Hacienda, y de no hacerse así, se
priva al interesado de la defensa que la ley de la materia le otorga de un modo especial.
  
  
Amparo 3850/49. Magaldi Fernández Adolfo. 6 de noviembre de 1950. Unanimidad de cinco votos.
La publicación no menciona el nombre del ponente.
 
Quinta Epoca:
 
Tomo CI, página 3309. Indice Alfabético. Amparo administrativo en revisión 4069/49. Azcué viuda
de Tateau Eva y coags. 15 de agosto de 1949. Unanimidad de cuatro votos. La publicación no
menciona el nombre del ponente.
 
Tomo CI, página 3309. Indice Alfabético. Amparo 2249/49. Rivas de Ponce Ipsa. 8 de agosto de
1949. Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.
 
Tomo CI, página 3309. Indice Alfabético. Amparo administrativo en revisión 3063/49. Gayón José
Luis. 5 de agosto de 1949. Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del
ponente.
 
Tomo CI, página 1107. Amparo administrativo en revisión 3269/49. Ornelas Alberto A. y coags. 1o.
de agosto de 1949. Unanimidad de cuatro votos. La publicación no menciona el nombre del
ponente.
 
Tomo CI, página 582. Amparo administrativo 2938/49. Esquivel Javier V. y coag. 20 de julio de
1949. Unanimidad de cuatro votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.
 
Tomo C, página 168. Amparo administrativo en revisión 9131/48. Moreno Ayala Francisco. 6 de abril
de 1949. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Alfonso Francisco Ramírez. La publicación no
menciona el nombre del ponente.
  
  
                                                                                                                                                                
                 

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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INFRACCIONES, DERECHO DE AUDIENCIA A LOS QUE LAS COMETEN.
  
  
De los artículos 180 y 182 del Reglamento de Tránsito en los Caminos Nacionales y en los
Particulares de Concesión Federal, se deduce que si no se demostró que el afectado, al ser
calificada la infracción, haya tenido oportunidad de ser oído y de allegar elementos para su defensa,
la imposición de una sanción con base en dicha infracción, es violatoria de garantías.
  
  
Amparo administrativo en revisión 1135/49. Pérez Salas José. 8 de abril de 1949. Unanimidad de
cinco votos. Ponente: Octavio Mendoza González.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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COOPERACION, DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Como los causantes tienen el derecho de conocer el valor de las obras antes de su iniciación, tal
derecho implica la obligación de la autoridad correspondiente de dar a conocer al interesado, los
datos relativos, y la falta de dicho requisito, implica la violación del artículo 14 constitucional.
  
  
Amparo administrativo en revisión 6545/48. Serralde Francisco A. 26 de marzo de 1949.
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Franco Carreño. Relator: Octavio Mendoza González.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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MONOPOLIOS, DERECHO DE AUDIENCIA EN CASO DE MULTA POR.
  
  
La ley orgánica del artículo 28 constitucional, en materia de monopolios, no establece el derecho de
audiencia con lo cual la autoridad que impone una multa y trata de hacerla efectiva, con fundamento
en dicha ley, tiene que ajustarse a la misma y por lo mismo no está capacitada para corregir al
legislador, por tanto si el amparo contra tal multa concreta su reclamación a las autoridades
administrativas sin aludir al legislador, debe concederse el amparo por violación del artículo 14
constitucional.
  
  
 Amparo administrativo en revisión 290 /48. Montemayor Heriberto. 7 de julio de 1948. Unanimidad
de cuatro  votos. Ausente : Manuel Bartlett Bautista.  La publicación no menciona el nombre del
ponente.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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TARIFAS, DERECHO DE AUDIENCIA DE LOS INTERESADOS, PREVIAMENTE A LA
APROBACION DE LAS.
  
  
El artículo 49 de la Ley de Vías Generales de Comunicación, en cuanto establece que debe oírse a
los interesados, previamente a la aprobación de las tarifas, tiene debido cumplimiento cuando se
oye a los propios interesados, a través de sus representantes, y por lo mismo, si los quejosos están
representados por la Cámara de Comercio de la paz, y esta institución fue oída y participó en la
discusión y aprobación de las tarifas de maniobras de la Unión de Estibadores del Pacífico, por
medio del representante de las Cámaras de Comercio del país, de esto se sigue que no se violó en
perjuicio de los quejosos, la garantía de audiencia que consagra el artículo 14 constitucional.
  
  
Amparo administrativo en revisión 6219/44. Cámara Nacional de Comercio de la Paz, Baja
California. 18 de abril de 1945. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Alfonso Francisco Ramírez.
Relator: Nicéforo Guerrero.
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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COOPERACION. DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Los decretos de fechas 30 de diciembre de 1947 y 28 de diciembre de 1948, reformaron la Ley de
Hacienda y suprimieron la disposición del artículo 424 de dicha ley, de acuerdo con la cual los
causantes tenían derecho a conocer el valor de las obras antes de su iniciación, así como los
precios unitarios conforme a los cuales iban a ejecutarse y a presentar las observaciones que al
respecto estimaran pertinentes en un plazo no mayor de ocho días, a partir de la fecha en que dicho
departamento proporcionara los informes relativos. Es evidente, pues, que al derogar dicha
disposición se privó a los causantes del derecho fundamental de audiencia, tomándose en
consideración que el sistema de derrama vigente hasta el 31 de diciembre de 1949 consiste en un
porcentaje sobre el costo total de las obras, y por tanto, los afectados tienen derecho a conocer el
costo de ellos para hacer sus observaciones pertinentes, ya que su monto afectaba directamente a
sus intereses. Por estas razones el referido artículo 424, en su texto vigente hasta el 31 de
diciembre de 1947, según se ha visto, otorgaba a los obligados al pago del derecho de cooperación,
la facultad de conocer el valor de las obras antes de su iniciación y los precios unitarios relativos, a
fin de que hicieran valer las observaciones respectivas, puesto que así lo exigía el sistema de
derrama, que era de porcentaje sobre el costo total. Ahora bien, si de una liquidación aparece que
no obstante que fue formulada en mayo de 1950, o sea cuando ya estaba en vigor el sistema de
tarifa, al afectado se le aplicó el sistema anterior de derrama, o sea el porcentaje total de la obra, se
le privó del derecho de audiencia.
  
  
Amparo en revisión 3284/59. Emilia Asúnsolo de Herrera. 21 de julio de 1959. Unanimidad de
diecisiete votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.
  
  

Instancia: Pleno Sexta Época Materia(s): Administrativa,
Constitucional

Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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COOPERACION. DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Con motivo de las reformas que fueron hechas al título X de la Ley de Hacienda del Departamento
del Distrito Federal, por los referidos decretos de 30 de diciembre de 1949 y 29 de diciembre de
1950, reformas que fueron realizadas con el objeto de subsanar las violaciones constitucionales de
la legislación anterior, por las cuales se cambio el sistema de derrama de porcentaje sobre el costo
total de las obras, por el de cuotas fijas sujetas a tarifas determinadas (artículo 420), con lo cual los
interesados tienen conocimiento de la cantidad que deben cubrir, con anterioridad a la realización
de las obras, y por tanto, ya no es necesario, como sí lo era en el sistema anterior, que tuvieran
conocimiento de los trabajos de planeación y del costo total de las obras, ya que los mismos no
tienen influencia sobre la cantidad que deban cubrir los interesados, toda vez que la tarifa respectiva
está determinada por la ley. Además, los afectados con los derechos de cooperación, según el
artículo 424 de la propia Ley de Hacienda en relación con el artículo 25 del mismo ordenamiento,
están facultados para ser oídos en defensa, pues tienen el derecho de acudir ante la autoridad
administrativa, para que en los casos de error en las medidas de los frentes o en la determinación
del monto de los derechos relativos, aquélla puede modificar en su caso la resolución, para ajustarla
a la cantidad que corresponda a pagar por las obras realizadas, y finalmente, el causante
inconforme por razones diversas de las anteriores, tiene oportunidad de ocurrir al Tribunal Fiscal
para obtener la nulidad de las resoluciones por concepto de derechos de cooperación, que estime
ilegales, en los términos de los artículo 432 de la citada Ley de Hacienda y 160 del Código Fiscal de
la Federación.
 
  
  
Amparo en revisión 4183/59. María Teresa Chávez Campomanes y coagraviados. 22 de agosto de
1961. Unanimidad de diecisiete votos. Ponente: Mariano Ramírez Vázquez.
 
Sexta Epoca, Primera Parte:
 
Volumen XXV, página 79. Amparo en revisión 546/53. Antonio García Martínez. 21 de julio de 1959.
Unanimidad de diecisiete votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.
  
  

Instancia: Pleno Sexta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.
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COOPERACION, DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Con motivo de las reformas que fueron hechas al título X de la Ley de Hacienda del Departamento
del Distrito Federal, por los decretos de 30 de diciembre de 1949 y 29 de diciembre de 1950,
reformas que abandonaron el sistema de derrama de porcentaje sobre el costo total de las obras y
adaptaron el de cuotas fijas sujetas a tarifas determinadas (artículo 420), en virtud del cual los
interesados tiene conocimiento de la cantidad que deben cubrir, con anterioridad a la realización de
las obras, no es ya necesario, como lo era en el sistema anterior, que tengan conocimiento de los
trabajos de planeación y del costo total de las obras, que no tienen influencia sobre la cantidad que
deben cubrir los interesados, toda vez que la tarifa respectiva está determinada por la ley. Además,
los afectados con los derechos de cooperación, según el artículo 429 de la propia Ley de Hacienda,
en relación con el artículo 25 del mismo ordenamiento, están facultados para ser oídos en defensa,
pues tienen el derecho de acudir ante la autoridad administrativa, para que en los casos de error en
las medidas de los frentes o en la determinación del monto de los derechos relativos, aquéllo puede
modificar en su caso la resolución, para ajustarla a la cantidad que corresponda pagar por las obras
realizadas y finalmente, el causante inconforme por razones diversas de las anteriores, tiene
oportunidad de ocurrir al Tribunal Fiscal para obtener la nulidad de las liquidaciones que estime
ilegales, en los términos de los artículos 432 de la citada Ley de Hacienda y 160 del Código Fiscal
de la Federación.
  
  
Amparo en revisión 4908/52. Inmuebles Santa Teresa, S. A. 22 de agosto de 1961. Unanimidad de
diecisiete votos. Ponente: Mariano Azuela.
 
Sexta Epoca, Primera Parte:
 
Volumen XXXI, página 120. Amparo en revisión 2912/53. Agripina García M. 5 de enero de 1960.
Quince votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.
  
  

Instancia: Pleno Sexta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.
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AGUAS POTABLES, VIOLAN EL DERECHO DE AUDIENCIA LOS DECRETOS EXPEDIDOS POR
EL ESTADO DE MORELOS DE FECHAS 5 Y 12 DE ABRIL DE 1951 PARA CREAR EL NUEVO
SISTEMA DE.
  
  
Los decretos 43 y 44 que expidió el Congreso del Estado de Morelos y que fueron publicados en los
periódicos oficiales del Estado el 5 y 12 de abril de 1961, no respetan el derecho fundamental de
audiencia consagrado por el artículo 14 constitucional. Efectivamente, el primero de esos decretos
establece la delegación de facultades que anteriormente correspondían a los organismos que
administraban el servicio, en favor de la entidad denominada "Sistema de Agua Potable del
Municipio de Cuernavaca", y este último organismo está integrado de acuerdo con la cláusula
séptima del convenio celebrado con el Gobierno Federal, por tres miembros, designados
respectivamente, por la Secretaría de Recursos Hidráulicos, por el Gobierno del Estado y por el
Ayuntamiento de Cuernavaca, sin que aparezca que se hubiese convocado a la asamblea a que se
refiere el artículo 3o. del Reglamento de las Juntas  Federales de Agua Potable, ni que las
instituciones a que se refiere dicho precepto hubiesen intervenido en la elección de presidente y
tesorero, como lo requiere el propio reglamento; de manera que este decreto infringió el artículo 14
constitucional. En cuanto al decreto número 44, el mismo estableció la obligación de instalar
medidores para determinar el consumo del agua, así como las nuevas tarifas para la ciudad de
Cuernavaca, a base de cuota por metro cúbico del líquido consumido. Este decreto es también
violatorio del artículo 14 constitucional, ya que en primer lugar introduce un nuevo sistema de cobro
por metro cúbico de consumo, registrado por medidores, en lugar del anterior que seguía el sistema
del cálculo del consumo por el diámetro del tubo de entrada, y en segundo lugar, modifica las tarifas
anteriores establecidas por la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Morelos, todo ello sin
audiencia de los usuarios, que según se ha visto, no están representados en el organismo que
administra el sistema, y no obstante que el artículo VII, I, inciso b), del repetido Reglamento de las
Juntas Federales de Agua Potable, establece que cada junta debe aprobar el proyecto de tarifa para
los servicios de agua potable, que formulará el primer vocal, oyendo el parecer de los demás
miembros integrantes de la junta, todo lo cual no se efectúo en la especie. Pero aún más, en la
cláusula decimatercera del convenio de referencia, se dice que: "Para el correcto funcionamiento
del servicio, así como para cubrir los gastos de operación, administración y mejoramiento del
sistema, la secretaría formulará las modificaciones necesarias a las tarifas que en la actualidad se
encuentran vigentes, previa elaboración de los estudios económicos correspondientes,
comprometiéndose el Gobierno del Estado y el Consejo (Ayuntamiento), a promover lo necesario
para su aprobación por el H. Congreso Local para lograr su aplicación". En el texto del decreto de
referencia no aparece que se hubiesen verificado estos estudios económicos, con independencia de
la falta de intervención de los representantes de los usuarios en el organismo relativo, ya que al
aprobarse las nuevas tarifas, no se hace referencia alguna a tales estudios, sino que
exclusivamente se expresa, que debido a la unificación del sistema de distribución del servicio, debe
controlarse con medidores el consumo de agua en el propio Municipio de Cuernavaca. Es exacto

Instancia: Pleno Sexta Época Materia(s): Administrativa,
Constitucional

Fuente: Semanario Judicial de la
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que este Tribunal en Pleno ha establecido criterio respecto a que el artículo 14 constitucional no
exige la audiencia previa de los causantes para la determinación de los impuestos; pero esa tesis
no tiene aplicación en la especie, ya que el mismo legislador ha consagrado ese derecho en favor
de los causantes, de manera expresa, en los preceptos federales aplicables al presente negocio,
disposiciones éstas, que, como ya se dijo, deben respetar las autoridades locales, de acuerdo con
los términos del artículo 133 constitucional.
  
  
Amparo en revisión 5284/62. Jovita López González. 2 de septiembre de 1964. Mayoría de dieciséis
votos. Ponente: Mariano Ramírez Vázquez.
 
Sexta Epoca, Primera Parte:
 
Volumen LXXXI, página 9. Amparo en revisión 1598/62. Adela Rodríguez de Guzmán y
coagraviados (Acumulados). 10 de marzo de 1964. Unanimidad de dieciséis votos. Ponente:
Agapito Pozo.
 
Nota: Este criterio ha integrado jurisprudencia, publicada en el Semanario Judicial de la Federación,
Volumen CVIII, Primera Parte, página 59, de rubro "AGUA POTABLE. INCONSTITUCIONALIDAD
DE LOS DECRETOS NUMEROS 43 Y 44 EXPEDIDOS POR EL PODER LEGISLATIVO DEL
ESTADO DE MORELOS.".
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PLUSVALIA, DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Antes de proceder al cobro del impuesto de plusvalía, debe notificarse al causante del mismo, de la
promoción que se le fije, a fin de que, si le conviniere, produzca su inconformidad ante la Comisión
Mixta de Planificación, conforme al artículo 416 de la Ley de Hacienda y de no hacer así, se priva al
interesado de la defensa que la ley  de la materia le otorga de un modo especial.
  
  
Amparo 346/52. Gómez Jovita. 2 de julio de 1952. Unanimidad de cinco votos. La publicación no
menciona el nombre del ponente.
 
Quinta Epoca:
 
Tomo CXII, pág. 329. Amparo 5320. Gómez de Sotomayor Pilar. 21 de abril de 1951. Unanimidad
de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.
 
Tomo CI, pág. 582. Amparo 2938. Esquivel V. Javier . 20 de julio de 1949. Unanimidad de cuatro
votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.
 
Tomo C, pág. 168. Amparo administrativo en revisión 9131/48. Moreno Ayala Francisco. 6 de abril
de 1949. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Alfonso Francisco Ramírez. La publicación no
menciona el nombre del ponente.  
  
  

Instancia: Segunda Sala Quinta Época Materia(s): Administrativa
Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.
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RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 36, PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO
FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LA PREVÉ, NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
El citado precepto, en la porción normativa señalada, establece que las autoridades fiscales podrán,
discrecionalmente, revisar las resoluciones administrativas de carácter individual no favorables a un
particular emitidas por sus subordinados jerárquicamente y, en el supuesto de que se demuestre
fehacientemente que las mismas se hubieran emitido en contravención a las disposiciones fiscales,
podrán, por una sola vez, modificarlas o revocarlas en beneficio del contribuyente, siempre y
cuando los contribuyentes no hubieren interpuesto medios de defensa y hubieren transcurrido los
plazos para presentarlos, y sin que haya prescrito el crédito fiscal. Por su parte, el derecho de
audiencia consiste en la oportunidad de defensa que se concede al gobernado previamente a la
emisión del acto de privación, lo que implica diversos subderechos, entre ellos, los relativos a que
medie un juicio ante los tribunales previamente establecidos, en los que se cumpla con las
formalidades esenciales del procedimiento (emplazamiento al juicio, oportunidad de ofrecer y
desahogar pruebas, oportunidad de alegar y emitir una resolución que dirima la cuestión
efectivamente planteada, de conformidad con la jurisprudencia P./J. 47/95), garantizando adecuada
y oportunamente aquel derecho de defensa, de acuerdo a leyes expedidas con anterioridad al
hecho. En ese sentido, el artículo 36, párrafo tercero, del Código Fiscal de la Federación, no
transgrede el derecho de audiencia, pues se posibilita la defensa del contribuyente a nivel de un
mecanismo excepcional de autocontrol de la legalidad de los actos administrativos, de carácter
oficioso y que no constituye un medio de impugnación propiamente dicho, pero que al demostrarse
fehacientemente que las resoluciones objeto de dicho instrumento fueron dictadas en contravención
a las disposiciones fiscales, las autoridades podrán, por única ocasión, modificarlas o revocarlas en
beneficio del contribuyente, siempre y cuando se cumpla con determinadas condiciones.
  
  
Amparo en revisión 820/2011. Estación de Servicios Los Álamos, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2012.
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 47/95 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, diciembre de 1995, página 133, con el rubro:
"FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA
ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO."
  
  
 

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Tesis: 1a. LV/2012 (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la
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OBLIGACIONES FISCALES. LA FACULTAD DE LA AUTORIDAD FISCAL PARA REQUERIR A
LOS CONTRIBUYENTES LA DOCUMENTACIÓN RELATIVA AL CUMPLIMIENTO DE AQUÉLLAS
Y SANCIONAR SU INCUMPLIMIENTO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 41, FRACCIÓN I, DEL
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO SE RIGE POR EL DERECHO DE AUDIENCIA
PREVIA.
  
  
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 40/96, estableció el
origen y los efectos de la distinción entre los actos de molestia y los actos de privación. Ahora, el
artículo 41, fracción I, del Código Fiscal de la Federación, establece la facultad de la autoridad fiscal
para requerir a los contribuyentes la documentación relativa al cumplimiento de sus obligaciones
fiscales y la correlativa atribución de sancionar su incumplimiento mediante la imposición de una
multa. Así, dicha regulación normativa consiste en un acto de molestia que afecta la esfera jurídica
de los contribuyentes restringiendo de manera provisional o preventiva sus derechos con la finalidad
de verificar el efectivo cumplimiento de la obligación de contribuir prevista en el artículo 31, fracción
IV, de la Ley Fundamental, por lo que el ejercicio de esas facultades está sujeto al cumplimiento de
los requisitos previstos en el numeral 16 del mismo ordenamiento supremo, referentes a que tal
mandato debe constar por escrito, emitido por la autoridad competente, debidamente fundado y
motivado, sin que sea necesaria la existencia de un procedimiento previo al ejercicio de tales
facultades en el que se cumpla con las formalidades esenciales del procedimiento, pues no se trata
de un acto de privación de los derechos de los contribuyentes, ya que en la imposición tanto de
multas formales como materiales no rige el derecho de audiencia previa, conforme a la
jurisprudencia 1a./J. 62/2011. En consecuencia, no es necesaria la existencia de plazos para que la
autoridad fiscal dicte la resolución por la que impone una o más multas, ni para que se notifique la
misma, así como tampoco para que, una vez transcurrido el plazo de quince días otorgado al
contribuyente para dar cumplimiento al requerimiento formulado, la autoridad estudie la
documentación e información proporcionada y resuelva lo procedente. Ello es así, ya que con esa
facultad sancionadora de la autoridad fiscal no se priva a los contribuyentes de derecho alguno que
exija un procedimiento -con plazos- en el que se les proporcione el derecho de audiencia y defensa,
sino por el contrario, se controla y vigila el cumplimiento de sus obligaciones fiscales.
  
  
Amparo directo en revisión 251/2012. Maquilas y Detallistas, S.A. de C.V. 7 de marzo de 2012.
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
 
Amparo directo en revisión 686/2012. Incomer, S.A. de C.V. 25 de abril de 2012. Cinco votos.
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia P./J. 40/96 y 1a./J. 62/2011 citadas, aparecen publicadas en el

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
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Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, julio de 1996, página 5
y Tomo XXXIV, julio de 2011, página 138, respectivamente.
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SERVICIOS PÚBLICOS DE TRANSPORTE EN EL ESTADO DE PUEBLA. ANTES DE
AUTORIZAR SU MODIFICACIÓN O INCREMENTO DEBE RESPETARSE EL DERECHO DE
AUDIENCIA DE LOS CONCESIONARIOS EXISTENTES.
  
  
El artículo 60, párrafo segundo, de la Ley del Transporte para el Estado de Puebla dispone que
tratándose de la modificación e incremento de los servicios públicos de transporte ya establecidos,
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de esa entidad podrá escuchar a los
concesionarios, quienes deberán acreditar su interés jurídico, dentro del plazo de 3 días hábiles
contados a partir del día siguiente al de la notificación respectiva, para que expongan por escrito lo
que a su derecho convenga. El vocablo "podrá" utilizado en la norma no implica que sea potestativo
para la autoridad escuchar a los concesionarios, pues en este caso debe respetar los derechos
preferenciales de quienes venían cubriendo una ruta, cuando hay necesidad de ampliar en ella los
servicios, porque el incremento o modificación de las rutas de transporte afecta la situación jurídica
previamente establecida de quienes prestan el servicio y, por ello, constituye un acto privativo de
derechos de los concesionarios establecidos, quienes deben ser escuchados en el procedimiento,
como lo ordena el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
  
  
Contradicción de tesis 104/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y
Tercero, ambos en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 16 de mayo de 2012. Unanimidad de
cuatro votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna
Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.
 
Tesis de jurisprudencia 55/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del veintitrés de mayo de dos mil doce.
  
  
 

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Tesis: 2a./J. 55/2012 (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta.
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INFONAVIT. EL ARTÍCULO 40 DE LA LEY RELATIVA, QUE PREVÉ LA TRANSFERENCIA DE
LOS RECURSOS DE LA SUBCUENTA DE VIVIENDA QUE NO HUBIESEN SIDO APLICADOS
COMO PAGO DE UN CRÉDITO, A LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS PARA EL RETIRO NO
CONTRAVIENE EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
De la interpretación sistemática de los artículos 40, 42, fracción II y 43 Bis de la Ley del Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, así como 190 y 193 de la Ley del Seguro
Social, deriva que la transferencia de los recursos de la subcuenta de vivienda no aplicados para el
pago de un crédito de vivienda, a las administradoras de fondos para el retiro, en el supuesto de
que el trabajador o sus beneficiarios tengan derecho a recibir una pensión conforme al régimen de
la Ley del Seguro Social, tiene como propósito la contratación de una renta vitalicia con una
institución de seguros. De ahí que el citado numeral 40 que prevé la transferencia referida no
contraviene el derecho de audiencia contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, al no generar la privación del derecho de propiedad de los aludidos
recursos, sino establecer una modalidad de esa propiedad, en términos del artículo 169 de la Ley
del Seguro Social, cuya finalidad es que los recursos que no cumplieron su cometido (crédito de
vivienda), se canalicen para beneficio de los trabajadores, como lo es la contratación de una renta
vitalicia debido a que en el nuevo esquema de pensiones, cuanto mayor sea el saldo acumulado en
la cuenta individual del trabajador, mayor será el monto de su pensión; de ahí que si la norma
mencionada no genera la privación del derecho de propiedad, no se hace exigible el cumplimiento
del derecho fundamental de audiencia previa.
  
  
Amparo en revisión 758/2011. Luis Alberto Tostado González. 9 de mayo de 2012. Mayoría de tres
votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Disidente: Luis María Aguilar Morales.
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.
 
Amparo en revisión 90/2012. Jesús Bernardo Ibarra Ramírez y otra. 9 de mayo de 2012. Mayoría de
tres votos. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas;
en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Ileana Moreno
Ramírez.
 
Amparo en revisión 199/2012. Luis Antonio Beltrán Escárrega. 16 de mayo de 2012. Mayoría de tres
votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Disidente: Luis María Aguilar Morales.
Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Juan José Ruiz Carreón.
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MULTAS FISCALES. TRATÁNDOSE DE LAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 82 DEL CÓDIGO
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EL DERECHO DE AUDIENCIA PUEDE OTORGARSE CON
POSTERIORIDAD A SU IMPOSICIÓN.
  
  
El citado precepto dispone que a quien cometa las infracciones relacionadas con la obligación de
presentar declaraciones, solicitudes, documentación, avisos o información o no expidan las
constancias a que se refiere el artículo 81 del Código Fiscal de la Federación, se impondrán las
multas señaladas en sus diferentes fracciones e incisos. Por otra parte, la Suprema Corte de
Justicia de la Nación ha sostenido que las obligaciones formales que el mencionado Código impone
a los particulares están estrechamente vinculadas con el pago de las contribuciones, ya que
aquéllas constituyen deberes establecidos en interés de la tributación, en tanto que permiten a las
autoridades fiscales, entre otras cuestiones, conocer la capacidad contributiva de los gobernados y,
en consecuencia, determinar sus obligaciones sustantivas. En ese sentido, en la imposición de las
multas previstas en los incisos y fracciones del indicado artículo 82 no rige el derecho de previa
audiencia, pues las infracciones que prevé se vinculan directamente con la obligación de pagar las
contribuciones que el Estado impone imperativa y unilateralmente, por lo que el derecho
fundamental dispuesto en el segundo párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, se respeta si el particular es escuchado en su defensa con
posterioridad a la imposición de la sanción económica.
  
  
Amparo directo en revisión 798/2012. Greco Inmobiliaria, S.C. 2 de mayo de 2012. Cinco votos.
Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Leticia Guzmán Miranda.
 
Amparo directo en revisión 865/2012. Torres Transmisión y Subestaciones, S.A. de C.V. y/o Torres
de Transmisión y Subestaciones, S.A. de C.V. 16 de mayo de 2012. Unanimidad de cuatro votos.
Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria:
Leticia Guzmán Miranda.
 
Amparo directo en revisión 1674/2012. Fosforita de México, S.A. de C.V. 8 de agosto de 2012.
Unanimidad de cuatro votos; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ausente:
Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Leticia Guzmán
Miranda.
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SEGURO SOCIAL. LA TRANSFERENCIA DE RECURSOS DE LA SUBCUENTA DE RETIRO,
CESANTÍA EN EDAD AVANZADA Y VEJEZ AL GOBIERNO FEDERAL, NO VIOLA EL DERECHO
DE AUDIENCIA.
  
  
Si bien en términos del artículo 169 de la Ley del Seguro Social, el trabajador es propietario de los
recursos de su cuenta individual -que contiene los de la subcuenta de retiro, cesantía en edad
avanzada y vejez-, ello no implica que su transferencia al Gobierno Federal viole el derecho de
audiencia contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
pues atento al origen de dicha propiedad, se advierte que está sujeta a las modalidades que
establece la Ley del Seguro Social, por lo que la disposición de esos recursos sólo se otorga a los
trabajadores en la forma y los términos que disponen dicha ley y la de los Sistemas de Ahorro para
el Retiro; de ahí que los artículos décimo tercero transitorio de la Ley del Seguro Social y noveno
transitorio de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, de los decretos publicados en el
Diario Oficial de la Federación el 21 de diciembre de 1995 y el 24 de diciembre de 2002
respectivamente, no privan al quejoso de su propiedad, sino que regulan la forma en que esos
recursos serán administrados. Es decir el trabajador sólo podrá disponer de ellos cuando se
cumplan los supuestos para que nazca el derecho de obtener una pensión, y podrá solicitar la
entrega de los recursos de su propiedad para contratar un seguro de renta vitalicia o un retiro
programado; igualmente, la entrega del saldo en una sola exhibición, cuando la pensión de que
disfrute sea mayor en un 30% a la garantizada, constituyendo así un patrimonio afectado a un fin
determinado.
  
  
Amparo en revisión 661/2011. Luis Hernández Salvador. 19 de octubre de 2011. Cinco votos.
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda.
 
Amparo en revisión 328/2012. Arturo Roberto Salmón Ramos. 20 de junio de 2012. Cinco votos.
Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso.
 
Amparo en revisión 436/2012. Ricardo Gabino Salinas González. 22 de agosto de 2012.
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita
Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Estela Jasso Figueroa.
 
Amparo en revisión 459/2012. Julia Robles López. 22 de agosto de 2012. Unanimidad de cuatro
votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández.
Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.
 
Amparo en revisión 432/2012. Catarino Cosio Lucero. 29 de agosto de 2012. Unanimidad de cuatro
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votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Úrsula
Hernández Maquívar.
 
Tesis de jurisprudencia 135/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del diecinueve de septiembre de dos mil doce.
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SEGURIDAD PÚBLICA. LA SENTENCIA EN LA QUE SE CONCEDE EL AMPARO CONTRA LA
SEPARACIÓN, REMOCIÓN, BAJA, CESE O CUALQUIER OTRA FORMA DE TERMINACIÓN DEL
SERVICIO DE MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, POR VIOLACIÓN AL
DERECHO DE AUDIENCIA, DEBE CONSTREÑIR A LA AUTORIDAD RESPONSABLE A PAGAR
LA INDEMNIZACIÓN CORRESPONDIENTE Y LAS DEMÁS PRESTACIONES A QUE EL
QUEJOSO TENGA DERECHO.
  
  
Conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, cuando la autoridad jurisdiccional resuelve, sea por vicios de
procedimiento o por una decisión de fondo, que es injustificada la separación, remoción, baja, cese
o cualquier otra forma de terminación del servicio de, entre otros, los miembros de las instituciones
policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, existe la imposibilidad
de reincorporarlos en sus funciones. Por tanto, como la sentencia que les concede la protección
federal contra el acto que dio por terminada la relación administrativa que guardan con el Estado,
por violación al derecho de audiencia contenido en el artículo 14 de la Constitución Federal, no
puede ordenar el restablecimiento de las cosas al estado en que se encontraban antes de la
terminación del servicio, acorde con el artículo 80 de la Ley de Amparo, en aras de compensar esa
imposibilidad aquélla debe constreñir a la autoridad responsable a subsanar la violación formal
correspondiente y resarcir integralmente el derecho del que se vio privado el quejoso, mediante el
pago de la indemnización respectiva y las demás prestaciones a que tenga derecho, en términos de
lo sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia
2a./J. 18/2012 (10a.) y en las tesis 2a. LX/2011 y 2a. LXIX/2011.
  
  
Contradicción de tesis 253/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y
Tercero, ambos en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 22 de agosto de 2012. Mayoría de
tres votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Disidente: Sergio Salvador Aguirre
Anguiano. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas.
 
Tesis de jurisprudencia 103/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil doce.
 
Nota:
 
Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 18/2012 (10a.), y aisladas 2a. LX/2011 y 2a. LXIX/2011 citadas,
aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro
VI, Tomo 1, marzo de 2012, página 635, con el rubro: "SEGURIDAD PÚBLICA. PROCEDE
OTORGAR AL MIEMBRO DE ALGUNA INSTITUCIÓN POLICIAL, LAS CANTIDADES QUE POR
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CONCEPTO DE VACACIONES, PRIMA VACACIONAL Y AGUINALDO PUDO PERCIBIR DESDE
EL MOMENTO EN QUE SE CONCRETÓ SU SEPARACIÓN, CESE, REMOCIÓN O BAJA
INJUSTIFICADA Y HASTA AQUEL EN QUE SE REALICE EL PAGO DE LAS DEMÁS
PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO, SIEMPRE QUE HAYA UNA CONDENA POR TALES
CONCEPTOS.", Novena Época, Tomo XXXIII, junio de 2011, página 428, con el rubro:
"SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO ‘Y DEMÁS PRESTACIONES A
QUE TENGA DERECHO’, CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII,
SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA
FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008." y Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página
531, con el rubro: "SEGURIDAD PÚBLICA. MONTO DE LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL
ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.",
respectivamente.
 
En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa aislada 2a. CXXV/2013 (10a.), de
rubro: “SEGURIDAD PÚBLICA. EL ALCANCE DEL AMPARO CONTRA LA SEPARACIÓN,
REMOCIÓN, BAJA, CESE O CUALQUIER OTRA FORMA DE TERMINACIÓN DEL SERVICIO DE
MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, POR VICIOS DE FORMA, QUE CONLLEVEN
A LA REPOSICIÓN DEL PROCESO, NO OBLIGA A LA AUTORIDAD RESPONSABLE A PAGAR
LA INDEMNIZACIÓN CORRESPONDIENTE Y LAS DEMÁS PRESTACIONES A QUE EL
QUEJOSO TENGA DERECHO.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes
10 de enero de 2014 a las 14:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,
Décima Época, Libro 2, Tomo II, enero de 2014, página 1591.
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DERECHO DE AUDIENCIA. EL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS NO IMPONE AL LEGISLADOR EL DEBER DE CEÑIRSE A UN
MODELO PROCESAL ESPECÍFICO PARA SU OBSERVANCIA.
  
  
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido que el indicado derecho consiste en otorgar
al gobernado la oportunidad de defensa previa al acto privativo de la vida, libertad, propiedad,
posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, que
en el juicio que se siga se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento, las cuales
resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación. Así, cuando la
Constitución se refiere al deber de las autoridades de cumplir con las formalidades esenciales del
procedimiento, se contrae a la necesidad de que se colmen los requisitos relativos a: 1) La
notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y
desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y, 4) El dictado de
una resolución que dirima las cuestiones debatidas; sin embargo, no se establece expresa ni
tácitamente la manera, los tiempos o plazos en que han de cumplirse esas condiciones; es decir,
para la plena satisfacción del derecho de audiencia, basta que la norma secundaria prevea los
mecanismos procesales adecuados para que dentro de un procedimiento concreto se dé cabida a
los aspectos mencionados, sin que para ello sea condición ineludible que existan etapas o
momentos procesales independientes entre sí o plazos concretos para cada periodo, dado que esos
extremos dependen del diseño legislativo propio de cada procedimiento; luego, el espíritu del
artículo 14 constitucional no puede interpretarse en el sentido de que el legislador ordinario deba
ceñirse a un modelo procesal concreto, pues evidentemente el Constituyente no tuvo la intención de
someterlo a un esquema procesal específico, sino únicamente al deber de respetar los elementos
inherentes al derecho de audiencia.
  
  
Amparo en revisión 431/2012. 29 de agosto de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio
A. Valls Hernández. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Eduardo Delgado
Durán.
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INSTITUCIONES DE CRÉDITO. EL ARTÍCULO 109 BIS 2, FRACCIÓN I, DE LA LEY RELATIVA
RESPETA EL DERECHO DE AUDIENCIA EN FAVOR DE LOS CONTRIBUYENTES DURANTE EL
PROCEDIMIENTO SANCIONADOR, AUN CUANDO NO ESTABLEZCA UN PERIODO
INDEPENDIENTE PARA OFRECER PRUEBAS Y FORMULAR ALEGATOS.
  
  
El numeral citado reglamenta el derecho de audiencia de las partes del procedimiento administrativo
de imposición de sanciones, al disponer expresamente el deber de otorgar audiencia al infractor y
otorgar para ello un plazo de 10 días hábiles, que incluso puede ampliarse en un lapso idéntico, una
vez valoradas las circunstancias correspondientes, a fin de que manifieste por escrito lo que a su
interés convenga, así como para ofrecer pruebas y formular alegatos, lo que se fortalece con lo
señalado en el artículo 109 Bis del mismo ordenamiento, en el sentido de que deben admitirse toda
clase de pruebas; que la confesional a cargo de autoridades ha de desahogarse por escrito; que es
factible admitir pruebas supervenientes, siempre que aún no se haya emitido la resolución
correspondiente, con lo cual no sólo se regula lo relativo al tipo de pruebas que las partes pueden
ofertar, sino que amplía la gama de medios probatorios que han de admitirse en el procedimiento.
En ese tenor, el artículo 109 Bis 2, fracción I, de la Ley de Instituciones de Crédito respeta el
derecho de audiencia, sin que obste el hecho de que no establezca de manera separada e
independiente etapas específicas para ofrecer pruebas y formular alegatos, pues esa circunstancia
no constituye un aspecto necesario para el cumplimiento de las formalidades esenciales del
procedimiento, en razón de que ese extremo depende del diseño legislativo propio de cada
procedimiento, de manera que basta que el precepto correspondiente otorgue a las partes la
posibilidad y el espacio procesales de ser escuchados, ofrecer pruebas, exponer alegatos y que se
emita la resolución relativa, para que se satisfagan las mencionadas formalidades,
independientemente del esquema procesal en que se prevean.
  
  
Amparo en revisión 431/2012. 29 de agosto de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio
A. Valls Hernández. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Eduardo Delgado
Durán.
  
  
 

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Tesis: 2a. LXXXVIII/2012 (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 52 de 127 Fecha de impresión 26/04/2023



Tesis 
 

  Registro digital: 2002544 

  
  
INSTITUCIONES DE CRÉDITO. EL ARTÍCULO 109 BIS 2, FRACCIÓN I, DE LA LEY RELATIVA
RESPETA EL DERECHO DE AUDIENCIA EN FAVOR DE LOS CONTRIBUYENTES DURANTE EL
PROCEDIMIENTO SANCIONADOR, INDEPENDIENTEMENTE DEL TIEMPO QUE HAYA
ESTABLECIDO PARA CADA PERIODO PROCESAL.
  
  
El citado numeral reglamenta el derecho de audiencia de las partes del procedimiento administrativo
de imposición de sanciones, al disponer expresamente el deber de otorgar audiencia al infractor y
otorgar para ello un plazo de 10 días hábiles, que incluso puede ampliarse en un lapso idéntico, una
vez valoradas las circunstancias correspondientes, a fin de que manifieste por escrito lo que a su
interés convenga, así como para ofrecer pruebas y formular alegatos, lo que se fortalece con lo
señalado en el artículo 109 Bis del mismo ordenamiento, en el sentido de que deben admitirse toda
clase de pruebas; que la confesional a cargo de autoridades ha de desahogarse por escrito; que es
factible admitir pruebas supervenientes, siempre que aún no se haya emitido la resolución
correspondiente, con lo cual no sólo se regula lo relativo al tipo de pruebas que las partes pueden
ofertar, sino que amplía la gama de medios probatorios que han de admitirse en el procedimiento.
En ese tenor, el artículo 109 Bis 2, fracción I, de la Ley de Instituciones de Crédito respeta el
derecho de audiencia independientemente del número de días que señale para cada etapa
procesal, dado que el artículo 14 constitucional no establece lineamiento alguno al legislador
secundario con relación al tiempo que debe otorgar a las etapas procesales para el debido
cumplimiento de las formalidades esenciales del procedimiento, ya que sólo le impone la obligación
de que antes de privar a algún gobernado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o
derechos se siga un juicio ante un tribunal previamente establecido, en el que se cumplan las
formalidades esenciales del procedimiento, que son las que garantizan una adecuada y oportuna
defensa contra ese acto privativo, sin que ello implique la determinación de plazos con una
temporalidad específica, pues basta que el legislador prevea los tiempos oportunos para esa
defensa, quedando a su prudente arbitrio la ampliación de su extensión temporal.
  
  
Amparo en revisión 431/2012. 29 de agosto de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio
A. Valls Hernández. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Eduardo Delgado
Durán.
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SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 123, FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA NO VIOLA EL
DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
El precepto referido no viola el derecho de audiencia previsto en el artículo 14 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni las formalidades esenciales del procedimiento, ya que
si bien es cierto que establece que el asegurado no tendrá derecho a disfrutar de pensión de
invalidez cuando padezca un estado de invalidez anterior a su afiliación al régimen obligatorio,
también lo es que esa pensión es una expectativa de derecho, al estar condicionada a la
satisfacción de los requisitos consistentes en: a) encontrarse en un estado de invalidez en términos
del artículo 119 de la Ley del Seguro Social; b) tener acreditado el pago de 250 semanas de
cotización; c) sujetarse a las investigaciones de carácter médico, social y económico que el Instituto
Mexicano del Seguro Social estime necesarias para comprobar dicho padecimiento; y, d) que el
estado de invalidez no sea anterior a la afiliación al régimen obligatorio, es decir, que no sea
preexistente. Por tanto, la negativa a disfrutar de esa pensión en el supuesto señalado no constituye
un acto de privación de los protegidos por el derecho de audiencia, pues la afiliación al régimen
obligatorio no implica, por sí, el derecho a recibirla, lo que explica a su vez que la ley no establezca
un procedimiento previo en el que el asegurado pueda desvirtuar la opinión en el sentido de que el
estado de invalidez no sea anterior a la afiliación al régimen obligatorio.
  
  
Amparo en revisión 779/2012. José de Jesús Ortiz Pérez. 6 de marzo de 2013. Cinco votos; votaron
con salvedad José Fernando Franco González Salas y Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Alberto
Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.
 
Nota: Este criterio fue interrumpido por la tesis 2a. LXVIII/2017 (10a.), de título y subtítulo:
"SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 123, FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA NO VIOLA EL
DERECHO A LA NO DISCRIMINACIÓN [INTERRUPCIÓN DEL CRITERIO CONTENIDO EN LAS
TESIS AISLADAS 2a. XXXVI/2013 (10a.) Y 2a. XXXVII/2013 (10a.) (*)].", publicada en el Semanario
Judicial de la Federación del viernes 26 de mayo de 2017 a las 10:31 horas y en la Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 42, Tomo I, mayo de 2017, página 727.
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PODER SUSTANCIAL EN EL MERCADO RELEVANTE. LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN DEL
PROCEDIMIENTO RELATIVO QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 33 BIS DE LA LEY FEDERAL DE
COMPETENCIA ECONÓMICA NO SE RIGE POR EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
El citado precepto establece el procedimiento de investigación para la declaración sobre el poder
sustancial de un agente económico en un determinado mercado relevante, el cual tiene una etapa
de investigación que inicia con la publicación del extracto del acuerdo relativo en el Diario Oficial de
la Federación y en cualquier otro medio de comunicación cuando el asunto sea relevante a juicio de
la Comisión Federal de Competencia, y concluye con el cierre del expediente cuando los elementos
son insuficientes, o bien, con la emisión del dictamen preliminar; momento en el que inicia otra
etapa referida concretamente al dictado de la resolución correspondiente. Ahora bien, la etapa de
investigación no se rige por el derecho de audiencia contenido en el artículo 14 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque no tiene por objeto la disminución, el menoscabo
o la supresión definitiva de un bien material o inmaterial o de un derecho del gobernado, sino
únicamente un propósito de interés general consistente en prevenir y detectar la existencia de
agentes económicos que tengan un poder sustancial en determinados mercados relevantes, con el
fin de proteger el proceso de concurrencia y libre competencia para prevenir o evitar posibles
prácticas monopólicas, por lo que no actualiza algún acto privativo, sino únicamente actos de
molestia, respecto de los que rige el artículo 16 constitucional.
  
  
Amparo en revisión 744/2012. Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. 17 de abril de 2013. Unanimidad
de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán.
Secretaria: María Estela Ferrer Mac-Gregor Poisot.
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PODER SUSTANCIAL EN EL MERCADO RELEVANTE. LOS ARTÍCULOS 33 BIS DE LA LEY
FEDERAL DE COMPETENCIA ECONÓMICA Y 55 DE SU REGLAMENTO, QUE ESTABLECEN EL
PROCEDIMIENTO PARA LA DECLARATORIA RELATIVA, NO VIOLAN EL DERECHO DE
AUDIENCIA.
  
  
Las disposiciones citadas cumplen con las formalidades esenciales del procedimiento que
garantizan la oportunidad de defensa, ya que prevén que se publique un extracto del dictamen
preliminar de la investigación sobre la existencia del poder sustancial en el mercado relevante, en
los medios de difusión de la Comisión Federal de Competencia y de sus datos relevantes en el
Diario Oficial de la Federación (fracción V del artículo 33 BIS), pudiéndose publicar íntegramente en
el sitio de Internet de la Comisión, además de que la parte afectada o los agentes con interés
pueden solicitar la copia del dictamen, previo pago de los derechos que correspondan (último
párrafo del artículo 55). Asimismo, se da oportunidad al posible afectado de comparecer y expresar
no sólo los argumentos y las defensas que a su derecho convengan, sino también todas las
observaciones y los alegatos que estime oportunos, además de ofrecer las pruebas pertinentes
dentro de los plazos establecidos, debiendo la Comisión proveer sobre su desechamiento o
admisión, así como respecto de su desahogo, en su caso (artículos 33 BIS, fracción VI y 55,
fracciones IV y V). Por último, establecen que una vez integrado el expediente deberá dictarse la
resolución correspondiente (artículos 33 BIS, fracción VII y 55, fracción VI, y último párrafo), en la
que la Comisión se ocupará de lo argumentado en respeto al principio de exhaustividad. Además,
los artículos 39 de la Ley Federal de Competencia Económica y 71 de su Reglamento contemplan el
recurso de reconsideración, que procede contra la resolución que determina que un agente
económico tiene poder sustancial en el mercado relevante. De ahí que los indicados artículos 33
BIS y 55 no violan el derecho de audiencia previsto en el artículo 14 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.
  
  
Amparo en revisión 744/2012. Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. 17 de abril de 2013. Unanimidad
de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán.
Secretaria: María Estela Ferrer Mac-Gregor Poisot.
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FALTA DE PERSONALIDAD DEL DEMANDADO. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE SE LE DECLARE
REBELDE Y SE RESUELVA EL LITIGIO BAJO ESA PREMISA, NO TRANSGREDE EL DERECHO
DE AUDIENCIA.
  
  
El hecho de que se advierta la falta de personalidad de quien representa al demandado, se le
declare rebelde y se resuelva el litigio bajo esa premisa, no implica una transgresión al derecho
fundamental de audiencia contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, ya que éste se observó en la medida en que el demandado estuvo en aptitud de
defenderse respecto a la impugnación de su personalidad, además, porque tal consecuencia deriva
de que dicho presupuesto procesal se resolvió hasta el momento final del juicio y no antes, sin que
esta situación se encuentre prohibida, considerando que la impugnación de ese presupuesto no
impide la continuación del procedimiento y que el tribunal de alzada debe resolver con plenitud de
jurisdicción. Tampoco se actualiza alguno de los supuestos previstos en los artículos 645 a 650 del
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, en donde se permite al demandado,
declarado en rebeldía, presentarse en juicio para ofrecer pruebas, oponer alguna excepción
perentoria, levantar ciertas medidas precautorias o impugnar la sentencia en apelación, pues esto
debe tener lugar en ciertas etapas del procedimiento antes de que concluya con el dictado de la
sentencia definitiva, y a condición de haber tenido impedimento para comparecer por causa de
fuerza mayor, es decir, por causa imprevisible e irresistible, en lo cual no encuadra la falta de
representación, al estar en manos del demandado acudir a juicio a través de quien efectivamente lo
representara.
  
  
Amparo directo en revisión 3048/2012. Operadora OMX, S.A. de C.V. 6 de febrero de 2013. Mayoría
de cuatro votos. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío
Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 13:20 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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PROCEDIMIENTO CONCURSAL EXTRANJERO. EL ARTÍCULO 295, PÁRRAFO SEGUNDO, DE
LA LEY DE CONCURSOS MERCANTILES, NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Del precepto citado se advierte que la presunción de autenticidad de los documentos presentados al
juez de lo concursal para pedir el reconocimiento de un procedimiento extranjero, tiene lugar al
dictar la sentencia interlocutoria de reconocimiento, momento hasta el cual sólo se han vinculado al
proceso el solicitante y el comerciante, por lo que cualquier otro interesado no tiene oportunidad de
presentar pruebas contra la autenticidad mencionada, antes de la emisión de dicha resolución. Sin
embargo, el artículo 295, párrafo segundo, de la Ley de Concursos Mercantiles, no vulnera el
derecho de audiencia de esos interesados si se considera que éste debe adecuarse a la naturaleza
y las características de cada procedimiento, y como en el de cooperación internacional de los
concursos y las quiebras es posible que se vincule a personas distintas del solicitante y del
comerciante después de la sentencia de reconocimiento, precisamente al dictarse las medidas y
providencias por las cuales se presta la cooperación internacional al tribunal extranjero, no hay
impedimento alguno para que tales sujetos, una vez vinculados al procedimiento, presenten
probanzas para desvirtuar la presunción de autenticidad de los documentos efectuada en la
resolución, cuando tengan pruebas de que en realidad son falsos, y esta situación se ventile en la
vía incidental, conforme al artículo 267 de la citada ley. Por tanto, no es forzoso el llamamiento a
juicio de todo posible interesado antes de la sentencia de reconocimiento pues, por un lado, es
probable que en ese momento no se tenga noticia de toda persona que pudiera intervenir
posteriormente en el procedimiento y, por otro, tal llamamiento, en lugar de agilizar el procedimiento
como se propuso en la Ley Modelo creada por la Comisión de las Naciones Unidas para el
Desarrollo Mercantil Internacional sobre Insolvencia Transfronteriza y su adopción por el legislador
mexicano en el Título Décimo Segundo denominado "De la cooperación en los procedimientos
internacionales", de la Ley de Concursos Mercantiles, estorbaría innecesariamente el procedimiento
de reconocimiento y cooperación internacional. Además, la materia de la resolución solamente es la
de verificar la existencia del procedimiento y del representante extranjero para que el juez nacional
pueda prestar su auxilio y cooperación al tribunal extranjero, por lo cual, esa sola determinación no
puede constituir un acto privativo para personas distintas al comerciante.
  
  
Amparo en revisión 577/2012. W. Steve Smith, Síndico Extranjero de la Quiebra de IFS Financial
Corporation. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario
Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz.
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.
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RENTA. EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN XVII, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL PREVER
LA DEDUCCIÓN LIMITADA DE LAS PÉRDIDAS POR LA ENAJENACIÓN DE ACCIONES, NO
VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA (LEGISLACIÓN VIGENTE DEL 1o. DE ENERO DE 2008 AL
31 DE DICIEMBRE DE 2013).
  
  
Conforme al criterio definido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el caso de las leyes
tributarias no rige el otorgamiento de audiencia previa, pues basta con que ese derecho se otorgue
a los causantes posteriormente a la aplicación del gravamen, que es cuando pueden impugnar ante
las autoridades fiscales el monto y cobro correspondientes. De acuerdo con lo anterior, el artículo
32, fracción XVII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, durante la vigencia referida, al prever de
manera excepcional que las pérdidas por la enajenación de acciones sólo serán deducibles contra
ganancias obtenidas por el mismo concepto en el ejercicio o en los 10 siguientes, sin que dichas
pérdidas excedan el monto de las ganancias aludidas, no viola el derecho de audiencia reconocido
en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque el legislador
no está obligado a establecer mecanismos que permitan contrarrestar anticipadamente el
nacimiento de la obligación sustantiva una vez que se actualizan los supuestos del hecho imponible
y, en su caso, destruir la presunción de que las operaciones que dan lugar a las pérdidas referidas
se llevan a cabo con el propósito de erosionar la base del impuesto o eludir su pago.
  
  
Amparo en revisión 32/2012. Grupo Urbano Promotor, S.A. de C.V. 4 de abril de 2013. Mayoría de
diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, con salvedades, José Ramón Cossío Díaz,
con salvedades, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, con
salvedades, Jorge Mario Pardo Rebolledo, con salvedades, Luis María Aguilar Morales, Sergio A.
Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, con salvedades, Alberto Pérez Dayán y
Juan N. Silva Meza, con salvedades; votó en contra: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente:
Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Fanuel Martínez López, Everardo Maya Arias, Jorge Luis
Revilla de la Torre y José Álvaro Vargas Ornelas.
 
El Tribunal Pleno, el diecinueve de mayo en curso, aprobó, con el número XVII/2014 (10a.), la tesis
aislada que antecede. México, Distrito Federal, a diecinueve de mayo de dos mil catorce.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 30 de mayo de 2014 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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PROPIEDAD INDUSTRIAL. EL ARTÍCULO 181, PÁRRAFO ANTEPENÚLTIMO, DE LA LEY
RELATIVA, NO TRANSGREDE EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Del precepto y párrafo citados se advierte que cuando las solicitudes y promociones se presenten
por conducto de mandatario, éste deberá acreditar su personalidad, precisándose que bastará con
una copia simple de la constancia de registro, si el poder está inscrito en el Registro General de
Poderes establecido por el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial. Ahora bien, el artículo 181,
párrafo antepenúltimo, de la Ley de la Propiedad Industrial no puede analizarse en forma aislada,
sino en relación con los artículos 187, 190 a 193 y 197 a 199, de la propia ley, ya que por medio de
dichos numerales se respetan las garantías esenciales del procedimiento, al establecer que debe
notificarse al presunto infractor, su inicio y consecuencias; darle la oportunidad de ofrecer y
desahogar las pruebas en que se finque su defensa; permitirle alegar y, finalmente, que se emita la
resolución que conforme a derecho proceda. Así, dentro de dicho procedimiento el presunto
infractor está en posibilidad de impugnar la personalidad del solicitante o promovente ante la propia
autoridad administrativa, al momento de hacer valer sus excepciones y defensas o de introducir las
manifestaciones u objeciones a cada uno de los puntos de la solicitud de declaración administrativa,
en los casos en que aquél presente una copia simple de la constancia de registro en los casos en
que el poder esté inscrito en el Registro General de Poderes aludido; supuesto en el cual dicha
autoridad deberá pronunciarse y dirimir cualquier aspecto que se haga valer sobre el particular al
dictar la resolución correspondiente, de conformidad con el artículo 199 referido.
Consecuentemente, el artículo 181, párrafo antepenúltimo, de la Ley de la Propiedad Industrial, no
transgrede el derecho de audiencia reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.
  
  
Amparo en revisión 404/2014. Alvartis Pharma, S.A. de C.V. 19 de noviembre de 2014. Cinco votos
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Olga
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Jorge Luis Revilla de la Torre.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 12 de junio de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. LOS ARTÍCULOS 52, 53, OCTAVO Y NOVENO
TRANSITORIOS DE LA LEY GENERAL RELATIVA NO VULNERAN EL DERECHO DE
AUDIENCIA.
  
  
Los artículos citados, al establecer los supuestos de cesación o readscripción de los docentes que
hayan obtenido por tercera vez un resultado desfavorable en la evaluación, no vulneran su derecho
de audiencia, toda vez que de la lectura integral de la Ley General del Servicio Profesional Docente
se advierte que si algún docente estima que no se le aplicó correctamente el proceso de evaluación
tiene a su alcance el recurso de revisión previsto en los artículos 80, 81 y 82 de la propia ley, o bien,
el juicio en sede contenciosa administrativa, en el entendido de que si lo que impugna es la
separación del servicio, ésta sólo será reclamable a través del juicio ante las autoridades
jurisdiccionales en materia laboral.
  
  
Amparo en revisión 295/2014. Abel Enrique Canul Ceballos y otros. 29 de junio de 2015.
Unanimidad de once votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz,
Margarita Beatriz Luna Ramos en contra de consideraciones, José Fernando Franco González
Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Eduardo
Medina Mora I., Olga Sánchez Cordero de García Villegas en contra de algunas consideraciones,
Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González
Salas. Secretarios: Jonathan Bass Herrera y Selene Villafuerte Alemán.
 
Amparo en revisión 311/2014. Alejandro Enrique Gómez Aybar y otros. 29 de junio de 2015.
Unanimidad de once votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz,
Margarita Beatriz Luna Ramos en contra de consideraciones, José Fernando Franco González
Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Eduardo
Medina Mora I., Olga Sánchez Cordero de García Villegas en contra de algunas consideraciones,
Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González
Salas. Secretarios: Jonathan Bass Herrera y Selene Villafuerte Alemán.
 
Amparo en revisión 317/2014. Marco Antonio Wan Mejía y otros. 29 de junio de 2015. Unanimidad
de once votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita
Beatriz Luna Ramos en contra de consideraciones, José Fernando Franco González Salas, Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Eduardo Medina Mora
I., Olga Sánchez Cordero de García Villegas en contra de algunas consideraciones, Alberto Pérez
Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios:
Jonathan Bass Herrera y Selene Villafuerte Alemán.
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Amparo en revisión 298/2014. María de los Ángeles Núñez Torres y otros. 30 de junio de 2015.
Unanimidad de once votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz,
Margarita Beatriz Luna Ramos en contra de consideraciones, José Fernando Franco González
Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Eduardo
Medina Mora I., Olga Sánchez Cordero de García Villegas en contra de algunas consideraciones,
Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González
Salas. Secretarios: Jonathan Bass Herrera y Selene Villafuerte Alemán.
 
Amparo en revisión 316/2014. Sandra Luz Vences Peralta y otros. 30 de junio de 2015. Unanimidad
de once votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita
Beatriz Luna Ramos en contra de consideraciones, José Fernando Franco González Salas, Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Eduardo Medina Mora
I., Olga Sánchez Cordero de García Villegas en contra de algunas consideraciones, Alberto Pérez
Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios:
Jonathan Bass Herrera y Selene Villafuerte Alemán.
 
El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número 32/2015 (10a.), la tesis
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de dos mil quince.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de
septiembre de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
19/2013.
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SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. EL ARTÍCULO 76 DE LA LEY GENERAL RELATIVA NO
VULNERA EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Conforme al precepto citado, los docentes que incumplan con la asistencia a sus labores por más
de 3 días consecutivos o discontinuos en un periodo de 30 días naturales sin causa justificada,
serán separados del servicio sin responsabilidad para la autoridad educativa; sin embargo, dicha
separación no se produce sin que previamente tengan la oportunidad de alegar lo que a su interés
convenga, pues el propio precepto dispone que la sanción de mérito se aplicará previo al
procedimiento a que se refiere el numeral 75 de la Ley General del Servicio Profesional Docente.
Asimismo, la resolución que se dicte en dicho procedimiento, por virtud del cual se decrete la
separación del docente por no asistir a sus labores, puede impugnarse a través de un juicio ante las
autoridades competentes en materia laboral; de ahí que el artículo 76 de la ley referida no vulnera el
derecho de audiencia.
  
  
Amparo en revisión 313/2014. Araceli Valdez Ortiz y otros. 30 de junio de 2015. Unanimidad de
once votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita
Beatriz Luna Ramos en contra de consideraciones, José Fernando Franco González Salas, Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Eduardo Medina Mora
I., Olga Sánchez Cordero de García Villegas en contra de algunas consideraciones, Alberto Pérez
Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios:
Jonathan Bass Herrera y Selene Villafuerte Alemán.
 
El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número XIV/2015 (10a.), la tesis
aislada que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de dos mil quince. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. EL
ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO
CONTRAVIENE EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
El precepto aludido prevé un procedimiento para que las autoridades presuman la inexistencia de
las operaciones de los contribuyentes que hayan emitido comprobantes fiscales sin contar con
activos, personal, infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los
servicios o producir, comercializar o entregar los bienes que amparan dichos comprobantes o
cuando no se localice al contribuyente. Asimismo, establece que los terceros que hayan utilizado
estos documentos para soportar una deducción o un acreditamiento, tendrán un plazo para
demostrar ante la autoridad que efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los servicios, o
para corregir su situación fiscal. Ahora bien, la primera publicación que se efectúa en dicho
procedimiento constituye un medio de comunicación entre la autoridad fiscal y el contribuyente que
se encuentra en el supuesto de presunción de inexistencia de operaciones, siendo que la finalidad
de esa notificación es hacer del conocimiento del gobernado la posibilidad que tiene de acudir ante
la autoridad exactora, a manifestar lo que a su interés legal convenga, inclusive a ofrecer pruebas
para desvirtuar el sustento de la referida presunción, esto de manera previa a que se declare
definitivamente la inexistencia de sus operaciones; por lo que la mencionada primera publicación
resulta ser un acto de molestia al que no le es exigible el derecho de audiencia previa; por otra
parte, en relación con la segunda publicación a que se refiere el precepto citado, quedan expeditos
los derechos de los contribuyentes que dieron efectos fiscales a los comprobantes que sustentan
operaciones que se presumen inexistentes, para que aquéllos acudan ante la autoridad hacendaria
con el fin de comprobar que efectivamente recibieron los bienes o servicios que amparan, lo que
constituye un periodo de prueba, y en caso de no lograr desvirtuar esa presunción, pueden
impugnar la resolución definitiva a través de los medios de defensa que estimen convenientes. En
esas condiciones, el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación que prevé el procedimiento
descrito, no viola el derecho de audiencia contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.
  
  
Amparo en revisión 51/2015. Multiservicios Empresariales de Negocios B&V, S.A. de C.V. 26 de
agosto de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Miroslava
de Fátima Alcayde Escalante, Adrián González Utusástegui, Maura Angélica Sanabria Martínez y
Paola Yaber Coronado.
 
Amparo en revisión 302/2015. Corporativo Miler en R.H., S.A. de C.V. 26 de agosto de 2015. Cinco
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votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Miroslava de Fátima Alcayde
Escalante, Adrián González Utusástegui, Maura Angélica Sanabria Martínez y Paola Yaber
Coronado.
 
Amparo en revisión 354/2015. Alta Capacitación B y V, S.A. de C.V. 26 de agosto de 2015. Cinco
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Miroslava de Fátima Alcayde
Escalante, Adrián González Utusástegui, Maura Angélica Sanabria Martínez y Paola Yaber
Coronado.
 
Amparo en revisión 361/2015. Grupo Empresarial de Desarrollo y Formación de Recursos
Humanos, S.A. de C.V. 26 de agosto de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I.,
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y
Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina
Mora I. Secretarios: Miroslava de Fátima Alcayde Escalante, Adrián González Utusástegui, Maura
Angélica Sanabria Martínez y Paola Yaber Coronado.
 
Amparo en revisión 424/2015. Si al Capital Humano, S.A. de C.V. 2 de septiembre de 2015.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita
Beatriz Luna Ramos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios:
Miroslava de Fátima Alcayde Escalante, Adrián González Utusástegui, Maura Angélica Sanabria
Martínez y Paola Yaber Coronado.
 
Tesis de jurisprudencia 133/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del nueve de septiembre de dos mil quince.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de
2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 66 de 127 Fecha de impresión 26/04/2023



Tesis 
 

  Registro digital: 2012398 

  
  
REVISIÓN ELECTRÓNICA. EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 53-B
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN TANTO PREVÉ LA FACULTAD CONFERIDA A
LA AUTORIDAD PARA HACER EFECTIVA LA CANTIDAD DETERMINADA EN LA
PRELIQUIDACIÓN, TRANSGREDE EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
En nuestro sistema tributario rige el principio de autodeterminación, lo que significa que, salvo
disposición expresa en contrario, corresponde a los contribuyentes determinar el monto de las
contribuciones a su cargo, razón por la cual, debe otorgárseles la oportunidad de alegar y probar lo
que a su derecho convenga para desvirtuar los hechos u omisiones que pudieran entrañar el
incumplimiento de sus obligaciones fiscales; de ahí que la autoridad fiscal podrá determinar el
monto de las contribuciones omitidas en ejercicio de sus facultades de comprobación si, y sólo si, se
trata de pagos y declaraciones definitivas y el contribuyente no ejerce su derecho de prueba en el
procedimiento de fiscalización respectivo o, habiéndolo ejercido, no logra desvirtuar las
irregularidades advertidas. En ese contexto, el segundo párrafo de la fracción IV del artículo 53-B
del Código Fiscal de la Federación, al establecer que las cantidades determinadas en la
preliquidación "se harán efectivas mediante el procedimiento administrativo de ejecución", cuando el
contribuyente no aporte pruebas ni manifieste lo que a su derecho convenga en el procedimiento de
fiscalización dentro de los plazos previstos al efecto, transgrede el derecho de audiencia reconocido
por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que la
preliquidación constituye una propuesta de pago para el caso de que el contribuyente decida
ponerse al corriente en sus obligaciones fiscales, no así un requerimiento de pago cuya
inobservancia dé lugar a su ejecución inmediata, a más de que se priva al contribuyente de sus
bienes, derechos o posesiones sin antes darle la oportunidad de ofrecer en el recurso de revocación
los medios de prueba que, por cualquier circunstancia, no exhibió ante la autoridad fiscalizadora
para desvirtuar los hechos u omisiones advertidos.
  
  
Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de julio de
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con
salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar
Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
 
Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 157/2016 (10a.), publicada el viernes 28 de
octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y en la Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, octubre de 2016, página
725, de título y subtítulo: "REVISIÓN ELECTRÓNICA. EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA
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FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN TANTO
PREVÉ LA FACULTAD CONFERIDA A LA AUTORIDAD PARA HACER EFECTIVA LA CANTIDAD
DETERMINADA EN LA PRELIQUIDACIÓN, TRANSGREDE EL DERECHO DE AUDIENCIA."
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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REVISIÓN ELECTRÓNICA. LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE
LA FEDERACIÓN, QUE PREVÉN UN PLAZO PARA DESVIRTUAR LAS IRREGULARIDADES
PRECISADAS EN LA RESOLUCIÓN PROVISIONAL RESPECTIVA, NO VIOLAN EL DERECHO
DE AUDIENCIA.
  
  
Los preceptos citados, al establecer que el contribuyente revisado podrá manifestar lo que a su
derecho convenga y ofrecer las pruebas que estime conducentes para desvirtuar los hechos u
omisiones advertidos por la autoridad hacendaria con base en la información y documentación que
obra en su poder, dentro de los 15 días siguientes al que se le notifique la resolución provisional
respectiva, no violan el derecho de audiencia, reconocido por el artículo 14 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que dicho plazo es razonable, en la medida en que
los contribuyentes tienen el deber de conservar, a disposición de la autoridad, toda la información y
documentación relacionada con el cumplimiento de sus obligaciones fiscales para cuando les sea
requerida, máxime que las pruebas que por cualquier motivo no se exhiban en el procedimiento
respectivo, podrán ofrecerse en el recurso de revocación que, en su caso, se haga valer contra la
resolución definitiva.
  
  
Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de julio de
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con
salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar
Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
 
Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 156/2016 (10a.), publicada el viernes 28 de
octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y en la Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, octubre de 2016, página
730, de título y subtítulo: "REVISIÓN ELECTRÓNICA. LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE PREVÉN UN PLAZO PARA DESVIRTUAR LAS
IRREGULARIDADES PRECISADAS EN LA RESOLUCIÓN PROVISIONAL RESPECTIVA, NO
VIOLAN EL DERECHO DE AUDIENCIA."
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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SUSPENSIÓN EN EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 28
DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, VIGENTE A PARTIR DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2010, NO
VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.
  
  
El artículo 28 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece los
requisitos para solicitar y, en su caso, decretar la suspensión de los actos privativos que se
combaten a través del juicio contencioso administrativo federal. Dicha suspensión tiene el carácter
de una medida cautelar que busca mantener las cosas en el estado en que se encuentran, hasta en
tanto se dicte sentencia definitiva en la que se analice el fondo del asunto. En este sentido, el
otorgamiento o negativa de la medida cautelar no implica, desde ese momento y sin que violente el
derecho de audiencia de las partes en el juicio, la validación o anulación de un acto privativo, sino
un acto de molestia en el que no se requiere la formulación de alegatos debido a su naturaleza
provisional o temporal.
  
  
Amparo en revisión 342/2015. Atlantic Marine Services, B.V. 28 de octubre de 2015. Cinco votos de
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente:
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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REVISIÓN ELECTRÓNICA. EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 53-B
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN TANTO PREVÉ LA FACULTAD CONFERIDA A
LA AUTORIDAD PARA HACER EFECTIVA LA CANTIDAD DETERMINADA EN LA
PRELIQUIDACIÓN, TRANSGREDE EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
En nuestro sistema tributario rige el principio de autodeterminación, lo que significa que, salvo
disposición expresa en contrario, corresponde a los contribuyentes determinar el monto de las
contribuciones a su cargo, razón por la cual, debe otorgárseles la oportunidad de alegar y probar lo
que a su derecho convenga para desvirtuar los hechos u omisiones que pudieran entrañar el
incumplimiento de sus obligaciones fiscales; de ahí que la autoridad fiscal podrá determinar el
monto de las contribuciones omitidas en ejercicio de sus facultades de comprobación si, y sólo si, se
trata de pagos y declaraciones definitivas y el contribuyente no ejerce su derecho de prueba en el
procedimiento de fiscalización respectivo o, habiéndolo ejercido, no logra desvirtuar las
irregularidades advertidas. En ese contexto, el segundo párrafo de la fracción IV del artículo 53-B
del Código Fiscal de la Federación, al establecer que las cantidades determinadas en la
preliquidación "se harán efectivas mediante el procedimiento administrativo de ejecución", cuando el
contribuyente no aporte pruebas ni manifieste lo que a su derecho convenga en el procedimiento de
fiscalización dentro de los plazos previstos al efecto, transgrede el derecho de audiencia reconocido
por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que la
preliquidación constituye una propuesta de pago para el caso de que el contribuyente decida
ponerse al corriente en sus obligaciones fiscales, no así un requerimiento de pago cuya
inobservancia dé lugar a su ejecución inmediata, a más de que se priva al contribuyente de sus
bienes, derechos o posesiones sin antes darle la oportunidad de ofrecer en el recurso de revocación
los medios de prueba que, por cualquier circunstancia, no exhibió ante la autoridad fiscalizadora
para desvirtuar los hechos u omisiones advertidos.
  
  
Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de julio de
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con
salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar
Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
 
Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. Morgan
Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora
I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando
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Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios:
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
 
Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con
salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar
Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
 
Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron
con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier
Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero,
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
 
Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 2016.
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek.
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez
Moreno y Fanuel Martínez López.
 
Tesis de jurisprudencia 157/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 03 de noviembre
de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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REVISIÓN ELECTRÓNICA. LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE
LA FEDERACIÓN, QUE PREVÉN UN PLAZO PARA DESVIRTUAR LAS IRREGULARIDADES
PRECISADAS EN LA RESOLUCIÓN PROVISIONAL RESPECTIVA, NO VIOLAN EL DERECHO
DE AUDIENCIA.
  
  
Los preceptos citados, al establecer que el contribuyente revisado podrá manifestar lo que a su
derecho convenga y ofrecer las pruebas que estime conducentes para desvirtuar los hechos u
omisiones advertidos por la autoridad hacendaria con base en la información y documentación que
obra en su poder, dentro de los 15 días siguientes al que se le notifique la resolución provisional
respectiva, no violan el derecho de audiencia, reconocido por el artículo 14 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que dicho plazo es razonable, en la medida en que
los contribuyentes tienen el deber de conservar, a disposición de la autoridad, toda la información y
documentación relacionada con el cumplimiento de sus obligaciones fiscales para cuando les sea
requerida, máxime que las pruebas que por cualquier motivo no se exhiban en el procedimiento
respectivo, podrán ofrecerse en el recurso de revocación que, en su caso, se haga valer contra la
resolución definitiva.
  
  
Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de julio de
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con
salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar
Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
 
Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. Morgan
Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora
I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios:
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
 
Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con
salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar
Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
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Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron
con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier
Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero,
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
 
Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 2016.
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek.
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez
Moreno y Fanuel Martínez López.
 
Tesis de jurisprudencia 156/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 03 de noviembre
de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL ARTÍCULO 953 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS
CIVILES PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, NO VULNERA EL DERECHO DE AUDIENCIA
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 24 DE MAYO DE 2016).
  
  
El precepto referido, al prever que el tribunal mandará poner a disposición del apelante los autos por
seis días para que exprese agravios, no vulnera el derecho de audiencia por el hecho de no prever
el deber de apercibir o prevenir al apelante de que, en caso de no expresar agravios en dicho plazo,
se le tendrá por desistido del recurso. Lo anterior, ya que la expresión de agravios es una carga
procesal y, como tal, su satisfacción es en interés propio de quien debe cumplirla para conseguir el
resultado que espera obtener de ella, como sería aportar la materia para que el tribunal de alzada
analice la legalidad de la sentencia apelada; de manera que, de incumplirla, necesariamente la
consecuencia será perjudicial al apelante por perder la oportunidad de ejercerla. En esas
condiciones, una prevención o apercibimiento no resulta indispensable, sino que basta la
determinación, en la ley, de la consecuencia desfavorable que corresponde a la insatisfacción de la
carga procesal.
  
  
Amparo directo en revisión 2090/2015. Lorenzo Nieto Sierra. 13 de enero de 2016. Cinco votos de
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.
 
Nota: El artículo 953 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, fue
reformado por decreto publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 24 de mayo de
2016.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 20 de enero de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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CERTIFICADOS EMITIDOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. EL
ARTÍCULO 17-H, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER
QUE QUEDARÁN SIN EFECTOS CUANDO LO ORDENE UNA RESOLUCIÓN JUDICIAL O
ADMINISTRATIVA, NO SE RIGE POR EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.
  
  
El citado precepto, al prever que los certificados emitidos por el Servicio de Administración
Tributaria quedarán sin efectos cuando lo ordene una resolución judicial o administrativa, no se rige
por el derecho de audiencia previa reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, pues no suprime en forma arbitraria el derecho de los gobernados a
contar con el certificado de sellos o firmas digitales, siendo que la determinación de dejarlos sin
efectos es un acto de molestia que está sujeto al cumplimiento de los requisitos previstos en el
artículo 16 constitucional, además de ser la consecuencia lógica y necesaria de la orden dictada en
una resolución emitida en un procedimiento judicial o administrativo en el que, en todo caso, debe
respetarse el derecho de defensa.
  
  
Amparo en revisión 966/2016. Grupo Comercializador Bonanza, S.A. de C.V. 8 de marzo de 2017.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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ACCIÓN. EL ARTÍCULO 2o. DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE
JALISCO QUE PREVÉ SU PROCEDENCIA, AUN CUANDO NO SE EXPRESE SU NOMBRE O SE
EXPRESE EQUIVOCADAMENTE, NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA DEL DEMANDADO.
  
  
El precepto citado, al establecer que la acción procede en juicio, aun cuando no se exprese su
nombre o se exprese equivocadamente y, con esto, se admita la posibilidad de que el juez corrija el
nombre de la acción, no viola el derecho de audiencia del demandado, ya que dicha corrección está
condicionada, en el propio precepto, a que en la demanda se determine con claridad la clase de
prestación exigida y el título o la causa de la acción, es decir, el petitum y la causa petendi
expresados en las prestaciones reclamadas y los hechos en que se funda el derecho a éstas; las
cuales, junto con los sujetos, constituyen los elementos relevantes para la identificación de las
acciones, pues concurren a configurar su esquema lógico, por lo que sirven de base al juzgador
para identificar cuál es la acción que verdaderamente se hizo valer, según el derecho aplicable; y lo
que se funda, además, en el principio según el cual, a las partes corresponde dar los hechos y al
juez, el derecho (da mihi factum, dabo tibi ius), así como de aquel que presume en el juez pericia en
el conocimiento del derecho (iura novit curia). Así, al quedar expresados los elementos de la acción
desde la demanda, con la cual se corre traslado al demandado al ser emplazado a juicio, éste se
encontrará en condiciones de defenderse de ellas mediante la oposición de excepciones o
defensas, así como el ofrecimiento de pruebas y la expresión de alegatos. Por tanto, se trata sólo
de la determinación correcta de la acción ejercida, sin que implique algún cambio en las
prestaciones o los hechos en que se funda la demanda, ya que éstos deben permanecer inalterados
durante el proceso, esto es, mientras al identificar la acción no se modifique lo pedido y la causa de
pedir, ni represente algún cambio en las defensas que pudieran hacerse valer, se respetará el
derecho de audiencia del demandado, porque habrá estado en condiciones de posicionarse frente a
ellos.
  
  
Amparo directo en revisión 6488/2015. Miguel Ascencio Sánchez. 17 de agosto de 2016. Cinco
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de julio de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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Civil

Tesis: 1a. LXXVIII/2017 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 77 de 127 Fecha de impresión 26/04/2023



Tesis 
 

  Registro digital: 2014866 

  
  
JURISDICCIÓN VOLUNTARIA SOBRE PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA EN MATERIA AGRARIA.
LA RESOLUCIÓN CON LA QUE CONCLUYE EL PROCEDIMIENTO RELATIVO CONSTITUYE UN
ACTO PRIVATIVO RESPECTO DEL CUAL ES NECESARIO RESPETAR EL DERECHO DE
AUDIENCIA PREVIA.
  
  
Del análisis del artículo 48 de la Ley Agraria, en relación con el marco normativo del procedimiento
de jurisdicción voluntaria en materia agraria, se obtiene que la resolución con la que culmina
constituye un acto privativo de los derechos que sobre esa tierra tuvo alguna persona o el propio
Comisariado Ejidal, en tanto crea derechos a quien lo promovió, pues tiene como consecuencia
directa e inmediata que adquiera los mismos derechos que cualquier ejidatario sobre su parcela,
oponibles ante terceros, traducidos en el aprovechamiento, uso y disfrute de la tierra, además de la
posibilidad de transmitirlos a otros ejidatarios o avecindados del propio núcleo de población, y la
expedición del certificado correspondiente, con el consecuente reconocimiento de ese nuevo
carácter de titular de derechos en el núcleo agrario. En consecuencia, la resolución de que se trata
es de aquellos actos respecto de los cuales debe respetarse el derecho de audiencia previa,
reconocido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así, será a
partir del acato a la oportunidad que tiene el tercero con interés de comparecer a formular su
oposición, que se evitará el dictado de la resolución en la cual se constituya en favor del
promovente una titularidad que no tenía respecto de las parcelas o tierras cuya posesión detenta;
propiciando la conclusión de las diligencias de jurisdicción voluntaria, para que sea en el juicio
contencioso donde se dirima quién tiene el mejor derecho de posesión.
  
  
Contradicción de tesis 320/2016. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Administrativa del
Decimosexto Circuito y el Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 31 de mayo de 2017.
Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas
y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: Javier Laynez
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.
 
Tesis contendientes:
 
Tesis PC.XVI.A. J/14 A (10a.), de título y subtítulo: "JURISDICCIÓN VOLUNTARIA SOBRE
PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA EN MATERIA AGRARIA. ES PROCEDENTE EL JUICIO DE
AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO POR EL TERCERO CON LEGITIMACIÓN PARA
INTERVENIR, CONTRA TODO LO ACTUADO EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, A FIN DE
QUE SE RESPETE SU DERECHO A OPONERSE.", aprobada por el Pleno en Materia
Administrativa del Decimosexto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del
viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la
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Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo III, junio de 2016, página 1987, y
 
Tesis PC.III.A. J/17 A (10a.), de título y subtítulo: "JURISDICCIÓN VOLUNTARIA EN MATERIA
AGRARIA. ES IMPROCEDENTE CONCEDER EL AMPARO EN QUE SE IMPUGNA LO ACTUADO
EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, POR VIOLACIÓN A LOS DERECHOS DE AUDIENCIA Y DE
DEFENSA.", aprobada por el Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito y publicada en el
Semanario Judicial de la Federación del viernes 15 de julio de 2016, a las 10:15 horas, y en la
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo II, julio de 2016,
página 1311.
 
Tesis de jurisprudencia 86/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del catorce de junio de dos mil diecisiete.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de agosto de
2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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CERTIFICADOS EMITIDOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. EL
ARTÍCULO 17-H, FRACCIÓN X, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE DISPONE
LOS SUPUESTOS EN LOS QUE QUEDARÁN SIN EFECTOS, ESTABLECE UN ACTO DE
MOLESTIA QUE NO SE RIGE POR EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.
  
  
El precepto citado contiene los supuestos en que los certificados emitidos por el Servicio de
Administración Tributaria de los contribuyentes que han incurrido en alguna de las conductas en él
sancionadas quedarán sin efectos, lo que constituye una medida de control expedita y ágil que no
es de carácter definitivo, ni se trata de una supresión permanente del certificado, sino por el
contrario, la propia norma prevé un procedimiento sumario que permite al gobernado subsanar las
irregularidades que hayan ocasionado esa medida, lo que no implica un acto privativo, sino un acto
de molestia temporal que restringe de manera provisional y preventiva los derechos del
contribuyente cuando se ubica en alguna conducta contraria a los objetivos de la administración
tributaria. En consecuencia, el artículo 17-H, fracción X, del Código Fiscal de la Federación no se
rige por el derecho de audiencia previa reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, sino que, en todo caso, está sujeto al cumplimiento de los requisitos
del diverso artículo 16 constitucional, referentes a que el acto respectivo debe constar por escrito,
ser emitido por la autoridad competente, y estar debidamente fundado y motivado.
  
  
Amparo en revisión 187/2016. Consorcio Capac, S.A. de C.V. 1 de junio de 2016. Unanimidad de
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco
González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.
 
Amparo en revisión 302/2016. IQ Electronics International, S.A. de C.V. 13 de julio de 2016. Cinco
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó contra consideraciones
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
 
Amparo en revisión 966/2016. Grupo Comercializador Bonanza, S.A. de C.V. 8 de marzo de 2017.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.
 
Amparo en revisión 869/2016. Héctor del Río Méndez. 29 de marzo de 2017. Unanimidad de cuatro
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y
Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas; en su ausencia hizo suyo
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el asunto Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.
 
Amparo en revisión 1082/2016. Kurgan Distribución y Logística, S. de R.L. de C.V. y/o Kurgan
Distribución y Logística, S.A. de C.V. 10 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y
Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán.
Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.
 
Tesis de jurisprudencia 124/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del dieciséis de agosto de dos mil diecisiete.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 25 de agosto de 2017 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de agosto de
2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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AGUAS NACIONALES. EL ARTÍCULO 29 BIS 3, FRACCIÓN VI, DE LA LEY RELATIVA, AL
ESTABLECER UN PROCEDIMIENTO PREVIO PARA ACREDITAR LA ACTUALIZACIÓN DE
ALGUNO DE LOS SUPUESTOS EN LOS CUALES NO SE EXTINGUE LA CONCESIÓN O
ASIGNACIÓN PARA LA EXPLOTACIÓN, USO O APROVECHAMIENTO DE AGUAS POR
CADUCIDAD, RESPETA EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
El párrafo cuarto de la fracción VI del artículo 29 Bis 3 de la Ley de Aguas Nacionales, establece
que el concesionario o asignatario debe presentar un escrito fundamentando ante la autoridad del
agua correspondiente, dentro de los 15 días hábiles siguientes a aquel en que se surta el supuesto
respectivo, los hechos que considera actualizan cualquiera de los supuestos de excepción a la
caducidad de la concesión o asignación para la explotación, uso o aprovechamiento de aguas
nacionales, al cual se acompañarán las pruebas que acrediten que se encuentra en alguno de los
supuestos de suspensión de la caducidad que considere. En los casos de falta de uso total o parcial
del volumen de agua concesionada o asignada por caso fortuito o fuerza mayor, porque se hayan
realizado o se estén realizando inversiones tendentes a elevar la eficiencia en el uso del agua, por
lo que sólo se utilice una parte del volumen de agua concesionado o asignado, o se estén
ejecutando obras para explotar, usar o aprovechar aguas nacionales, dentro del plazo otorgado
para tal efecto, el escrito se presentará dentro de los 15 días siguientes a aquel en que cesen los
supuestos señalados. Así, el artículo descrito, al prever un procedimiento previo al acto de
autoridad, consistente en la declaración de caducidad de la concesión o asignación de aguas
nacionales, respeta el derecho de audiencia previsto en el artículo 14 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.
  
  
Amparo en revisión 167/2017. Energía Chihuahua, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. Cinco votos de
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas,
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario:
Jorge Jiménez Jiménez.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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INSTITUTO DE PREVISIÓN Y SEGURIDAD SOCIAL DEL ESTADO DE TAMAULIPAS. LA
APLICACIÓN DEL RÉGIMEN TRANSITORIO DE LA LEY RELATIVA, QUE MODIFICA LOS
REQUISITOS PARA EL ACCESO A UNA PENSIÓN POR JUBILACIÓN, NO SE RIGE POR EL
DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.
  
  
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 2a. CXLVII/2002 (*),
sostuvo que el derecho de audiencia previa no es exigible respecto de los actos de autoridades
administrativas o jurisdiccionales cuyo ejercicio trasciende a una expectativa de derechos que aún
no se incorporan en la esfera jurídica de los gobernados. En ese sentido, la aplicación del régimen
transitorio de la Ley del Instituto de Previsión y Seguridad Social del Estado de Tamaulipas
(IPSSET), publicada en el Periódico Oficial de la entidad el 26 de noviembre de 2014, en vigor a
partir del 1 de enero de 2015, consistente específicamente en el aumento en las aportaciones de
seguridad social y en el establecimiento de una edad mínima como requisito para acceder a una
pensión por jubilación, no constituye un acto privativo, pues acceder a ésta constituye una mera
expectativa de derechos, al no entrar en la esfera jurídica del interesado sino hasta que se cumplan
los requisitos legales vigentes al momento en que sean exigibles.
  
  
Amparo en revisión 1056/2016. Arizbeth Aguilar Bernal. 17 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González
Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo
el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Estela Jasso Figueroa.
 
Amparo en revisión 81/2017. Blanca Esthela Rodríguez Castillo. 24 de mayo de 2017. Unanimidad
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia
hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Estela Jasso Figueroa.
 
Amparo en revisión 88/2017. Sergio Ramírez Charles. 24 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González
Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez
Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
 
Amparo en revisión 86/2017. Leydi de los Ángeles Nieto Mezquita. 31 de mayo de 2017.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana Cristina Rangel León.
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Amparo en revisión 1148/2016. Lorenzo Torres Vargas. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas,
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor
Orduña Sosa.
 
Tesis de jurisprudencia 141/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del trece de septiembre de dos mil diecisiete.
 
Nota: Por ejecutoria del 14 de noviembre de 2018, la Segunda Sala declaró inexistente la
contradicción de tesis 161/2018 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en
esta tesis, al estimarse que no son discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva.
 
 
 
 
 
 
_________________
Nota: (*) La tesis aislada 2a. CXLVII/2002 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, noviembre de 2002, página 444, con el rubro:
"AUDIENCIA PREVIA. NO ES EXIGIBLE RESPECTO DE LOS ACTOS DE AUTORIDADES
ADMINISTRATIVAS O JURISDICCIONALES CUYO EJERCICIO TRASCIENDE A UNA
EXPECTATIVA DE DERECHO QUE AÚN NO SE INCORPORA EN LA ESFERA JURÍDICA DE
LOS GOBERNADOS." 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de
octubre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
19/2013.
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PUBLICACIÓN DE DATOS DE CONTRIBUYENTES CON CRÉDITOS FISCALES
DETERMINADOS Y EXIGIBLES. EL ARTÍCULO 69, PÁRRAFOS PENÚLTIMO, FRACCIÓN II, Y
ÚLTIMO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE LA REGULA, NO VULNERA EL
DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.
  
  
En la jurisprudencia P./J. 40/96, (1) el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación hizo la
distinción entre los actos privativos y los actos de molestia, precisando que sólo para los primeros
rige el derecho de audiencia previa reconocido en el artículo 14 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Ahora bien, la publicación de la lista de los contribuyentes con créditos
fiscales determinados y exigibles, que no se encuentren pagados ni garantizados, a que se refiere el
artículo 69, undécimo párrafo, fracción II, y último párrafo, del Código Fiscal de la Federación, no
constituye un acto privativo de un derecho, ya que se trata de un supuesto de excepción a la
reserva de información de los contribuyentes y que constituye un acto de información para las
personas que celebran operaciones comerciales con los mismos. Por tanto, dado que la publicación
de la lista de contribuyentes se trata de un acto de información y no de un acto privativo, no se rige
por el derecho de audiencia previa reconocido, sino por las formalidades que deben observarse
para los actos de molestia a que alude el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, esto es, a que se emita por escrito, por autoridad competente y con la debida
fundamentación y motivación. Además, el artículo 69, último párrafo, del Código Fiscal de la
Federación prevé un procedimiento de aclaración ante el Servicio de Administración Tributaria para
aquellos contribuyentes inconformes con la publicación de sus datos, en el que podrán aportar
pruebas y se deberá resolver en el plazo de tres días, contados a partir del día siguiente a aquel en
el que se recibió la solicitud de aclaración.
  
  
Amparo en revisión 341/2016. Inmobiliaria Comercial Vinocia, S.A. de C.V. 3 de mayo de 2017.
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía
Piña Hernández, quien precisó estar con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones.
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Víctor Manuel Rocha Mercado y Monserrat Cid
Cabello.
 
 
 
 
 
 
___________________
1.  La tesis de jurisprudencia P./J. 40/96 citada, se publicó en el Semanario Judicial de la
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Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, julio de 1996, página 5, registro digital: 200080,
con el rubro: "ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y EFECTOS DE LA
DISTINCIÓN."
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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ARRESTO ADMINISTRATIVO IMPUESTO A LOS ELEMENTOS DE LAS INSTITUCIONES
POLICIALES COMO MEDIDA DISCIPLINARIA DERIVADO DE SU INASISTENCIA A LA JORNADA
LABORAL. DEBE RESPETAR EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.
  
  
El arresto administrativo implica una restricción a la libertad del infractor por un periodo
determinado, derivado del incumplimiento a disposiciones administrativas, al tratarse de un acto
privativo que restringe la libertad de la persona afectada; por tanto, el impuesto a los elementos de
las instituciones policiales como medida disciplinaria derivado únicamente de la inasistencia a su
jornada laboral, debe respetar el derecho de audiencia previa reconocido por el artículo 14 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
  
  
Contradicción de tesis 130/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo en
Materia Administrativa del Tercer Circuito y Décimo Quinto en Materia Administrativa del Primer
Circuito. 25 de septiembre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna
Ramos. Ausente y Ponente: Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto Javier
Laynez Potisek. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.
 
Tesis y criterio contendientes:
 
Tesis I.15o.A.139 A, de rubro: "ARRESTO COMO SANCIÓN ADMINISTRATIVA. POR NO
CONSTITUIR UNA MEDIDA DE APREMIO, SU IMPOSICIÓN DEBE RESPETAR LA GARANTÍA
DE AUDIENCIA PREVIA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL.", aprobada por
el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, noviembre de 2009,
página 879; y
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al
resolver el amparo en revisión 525/2015.
 
Tesis de jurisprudencia 144/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del once de octubre de dos mil diecisiete. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 08 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Tesis: 2a./J. 144/2017 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Jurisprudencia
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ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. EL ARTÍCULO 54
BIS DE LA LEY RELATIVA, QUE PREVÉ LA TERMINACIÓN ANTICIPADA DE LOS CONTRATOS
ADMINISTRATIVOS, NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.
  
  
El precepto citado, al regular la condición resolutoria de los contratos administrativos, identificada
como "terminación anticipada", no viola el derecho de audiencia previa reconocido en el artículo 14
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior es así, porque la facultad
de dar por terminado un contrato se justifica en el hecho de que si en el ámbito del derecho civil,
donde por regla general prevalece el interés privado, existe previsión legal en el sentido de que los
contratantes pueden, bajo determinadas condiciones, dar por concluidos los contratos sin necesidad
de acudir a los tribunales, es lógico y jurídico sostener que en la esfera administrativa, donde
imperan razones de interés general, la autoridad puede ejercer esa misma facultad ante
circunstancias que hagan patente la necesidad de salvaguardar el interés público y dar
cumplimiento a los principios que, para este tipo de contrataciones públicas, impone el artículo 134
de la Constitución Federal.
  
  
Contradicción de tesis 192/2016. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 15 de febrero de 2018. Mayoría de siete votos de los
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea en
contra de las consideraciones, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Javier
Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales en contra de algunas consideraciones; votaron en
contra: Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Eduardo Medina
Mora I. y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo
López Andrade.
 
Criterios contendientes:
 
El sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el
amparo en revisión 976/2015, y el diverso sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 1139/2015.
 
El Tribunal Pleno, el nueve de abril en curso, aprobó, con el número 5/2018 (10a.), la tesis
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de abril de dos mil dieciocho. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de abril de 2018,

Instancia: Pleno Décima Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Tesis: P./J. 5/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES. CON
INDEPENDENCIA DE SU DENOMINACIÓN EN SU TRAMITACIÓN DEBE RESPETARSE EL
DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. 
  
  
En diversos criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se ha sostenido que por
procedimiento administrativo se entiende a aquella secuencia de actos realizados en sede
administrativa, concatenados entre sí y ordenados a la consecución de un fin determinado, y que
tienen tal carácter los actos: i) instaurados en forma unilateral por la autoridad administrativa para
verificar el cumplimiento de los particulares a disposiciones de índole administrativa, en los que se
le da al afectado la oportunidad de comparecer, rendir pruebas y alegar; ii) que se sustancian a
solicitud de parte interesada para la obtención de licencias, autorizaciones, permisos, concesiones,
etcétera; y, iii) que importan cuestión entre partes sujeta a la decisión materialmente jurisdiccional
de la autoridad administrativa, estos últimos también llamados "procedimientos administrativos
seguidos en forma de juicio". Ahora bien, con independencia de la denominación o finalidad que las
leyes les otorguen, se tiene el principio general de que en todo procedimiento administrativo debe
respetarse el derecho de audiencia previo al dictado de la resolución con la que éste concluya, lo
que ocurre cuando el probable afectado tiene oportunidad de comparecer para rendir pruebas y
alegar en su favor en un plazo razonable, a fin de no quedar en estado de indefensión; esto aun
cuando la norma correspondiente no aluda expresamente a etapas de notificación, ofrecimiento y
desahogo de pruebas, alegatos y dictado de resolución.
  
  
Amparo directo en revisión 317/2018. Banco Nacional de México, S.A., Integrante del Grupo
Financiero Banamex. 22 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán,
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana Cristina Rangel León.
 
Amparo directo en revisión 5693/2017. Banco Nacional de México, S.A., Integrante del Grupo
Financiero Banamex. 18 de abril de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina
Mora I.; votó con reserva José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Tesis: 2a. XLIV/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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CONTRATO DE SEGURO. EL ARTÍCULO 70 DE LA LEY RELATIVA NO CONTRAVIENE EL
DERECHO DE AUDIENCIA NI EL DEBIDO PROCESO. 
  
  
El precepto citado, al prever que las obligaciones de la empresa aseguradora quedarán extinguidas
si demuestra que el asegurado, el beneficiario o los representantes de ambos, con el fin de hacerla
incurrir en error, disimulan o declaran inexactamente hechos que excluirían o podrían restringir
dichas obligaciones, no contraviene el derecho de audiencia ni el debido proceso, pues no autoriza
a la aseguradora para considerar la decadencia de sus obligaciones sin antes haber realizado la
investigación correspondiente al siniestro, en la cual se incluye el deber de solicitar toda clase de
información a los asegurados, que derive en prueba suficiente para desvirtuar la presunción de
buena fe en las declaraciones realizadas al hacerse el aviso del siniestro por el asegurado, el
beneficiario o el representante de ambos; es decir, la carga de la prueba contra dicha presunción
corresponde a la aseguradora. Además, del artículo 70 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, no se
advierte alguna expresión que pueda sugerir autorización a la aseguradora para dejar de comunicar
al asegurado su decisión de rechazo y los motivos que tenga para considerar actualizado el
supuesto previsto en esa disposición, antes bien, conforme al artículo 200 de la Ley de Instituciones
de Seguros y de Fianzas, es obligación de la aseguradora emitir la comunicación que explique en
forma clara y precisa los motivos para negar la indemnización solicitada ante un siniestro, en
respeto al derecho de información del usuario del servicio y por corresponder con las sanas
prácticas en materia de seguros; asimismo, no impide que, en caso de litigio ante los tribunales,
pueda alegarse y probarse en juicio contra la postura de la aseguradora sobre la actualización del
supuesto de declaración fraudulenta.
  
  
Amparo directo en revisión 5256/2015. Arrendadora y Comercializadora Lingo, S.A. de C.V.,
SOFOM, E.N.R. 10 de enero de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña
Hernández. Disidente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 15 de junio de 2018 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Civil

Tesis: 1a. LXV/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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PUBLICACIÓN DE DATOS DE CONTRIBUYENTES QUE TENGAN A SU CARGO CRÉDITOS
FISCALES DETERMINADOS Y EXIGIBLES, NO PAGADOS O GARANTIZADOS. EL ARTÍCULO
69, PÁRRAFOS PENÚLTIMO, FRACCIÓN II, Y ÚLTIMO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA
FEDERACIÓN CONTIENE UN ACTO DE MOLESTIA RESPECTO DEL CUAL NO RIGE EL
DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.
  
  
El precepto citado prevé la publicación de la lista de los contribuyentes que tengan a su cargo
créditos fiscales determinados y exigibles, que no se encuentren pagados ni garantizados, lo cual
constituye un acto de molestia en el que no rige el derecho de audiencia previa, ya que se trata de
un supuesto de excepción a la reserva de información de los contribuyentes y que constituye un
acto de información para las personas que celebran operaciones comerciales con aquéllos. Por tal
motivo, su constitucionalidad deriva de que las formalidades que deben observarse para los actos
de molestia se desprenden directamente del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, esto es, que se emita por escrito, por autoridad competente y con la debida
fundamentación y motivación. Además, el último párrafo del artículo 69 del Código Fiscal de la
Federación, prevé el procedimiento de aclaración ante el Servicio de Administración Tributaria, en el
que podrán aportarse pruebas y se deberá resolver en el plazo de 3 días, contados a partir del día
siguiente al en que se reciba la solicitud correspondiente.
  
  
Amparo en revisión 222/2018. Escmar Desarrollos, S.A. de C.V. 23 de mayo de 2018. Mayoría de
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 15 de junio de 2018 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Tesis: 2a. LXIV/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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DERECHO A PROBAR. CONSTITUYE UNA FORMALIDAD ESENCIAL DEL PROCEDIMIENTO
INTEGRANTE DEL DERECHO DE AUDIENCIA. 
  
  
El derecho de audiencia reconocido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente a que
se emita un acto privativo; por lo que, como derecho humano, impone a las autoridades el deber de
cumplir las formalidades esenciales del procedimiento, con la finalidad de garantizar una defensa
adecuada antes de un acto de privación. Para ello, es necesario colmar como requisitos mínimos: 1)
la notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) la oportunidad de ofrecer y
desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) la oportunidad de alegar; y, 4) el dictado de
una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De ahí que el derecho a probar constituye una
formalidad esencial del procedimiento integrante del derecho de audiencia.
  
  
Amparo directo en revisión 3562/2016. Gerardo Salazar Carbajal. 24 de mayo de 2017. Unanimidad
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo,
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz.
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30  horas  en el Semanario
Judicial de la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a. CXII/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
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SEGURO SOCIAL. EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 17 DE LA LEY RELATIVA, AL DAR
INTERVENCIÓN ÚNICAMENTE AL PATRÓN EN EL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE
LOS SUPUESTOS PREVISTOS EN LA FRACCIÓN I DEL NUMERAL 12 DEL MISMO
ORDENAMIENTO, NO CONTRAVIENE EL DERECHO DE AUDIENCIA DE LOS TRABAJADORES.
  
  
El artículo 17, párrafo segundo, de la Ley del Seguro Social establece el procedimiento de
verificación de los requisitos legales de registro, para lo cual, el Instituto Mexicano del Seguro Social
podrá analizar la información proporcionada por el patrón, y si determina que no satisface los
supuestos de aseguramiento a que se refiere el diverso 12, fracción I, del mismo ordenamiento, por
considerar que no existe una relación laboral entre el patrón y el asegurado, requerirá al presunto
patrón para que, en un plazo de 5 días hábiles, proporcione la información que demuestre lo
contrario; y, en caso de no desahogarse satisfactoriamente ese requerimiento, el Instituto procederá
a dar de baja al presunto patrón, a los presuntos trabajadores o a ambos. De lo anterior, se advierte
que este procedimiento de verificación se sigue únicamente con la participación del patrón, lo que
obedece a que en términos del artículo 15 de la ley citada, es él quien está obligado, entre otros
aspectos, a registrarse e inscribir a sus trabajadores, comunicar altas y bajas, modificaciones
salariales, llevar registros de días trabajados y salarios percibidos, y proporcionar los elementos
necesarios para determinar la existencia, naturaleza y cuantía de las obligaciones. Por tanto, el
segundo párrafo del artículo 17 señalado, al no prever la participación del trabajador en el
procedimiento que regula, no contraviene su derecho de audiencia reconocido en el artículo 14 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que la información materia de
investigación es la proporcionada por el patrón, por lo que sólo a él concierne ejercer el derecho de
defensa.
  
  
Amparo en revisión 520/2014. Mario Pescador Arriaga. 8 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita
Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente:
Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Amalia Tecona Silva.
 
Amparo en revisión 1445/2015. Lorenzo Lara Martínez. 27 de abril de 2016. Cinco votos de los
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas,
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con reservas José Fernando Franco
González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara.
 
Amparo en revisión 516/2017. Rosalío Marín Flores. 25 de septiembre de 2017. Unanimidad de
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco
González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente:

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Laboral

Tesis: 2a./J. 116/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rafael Quero Mijangos.
 
Amparo en revisión 168/2018. José de Jesús González Macías. 9 de mayo de 2018. Cinco votos de
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas,
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I.
Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.
 
Amparo en revisión 270/2018. Irma Leticia Rendón Beltrán y otros. 13 de junio de 2018. Cinco votos
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco
González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.
 
Tesis de jurisprudencia 116/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del diecisiete de octubre de dos mil dieciocho.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 09 de noviembre de 2018 a las 10:20  horas  en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de
noviembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
19/2013.
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ABANDONO DE BIENES A FAVOR DEL GOBIERNO FEDERAL. EL ARTÍCULO 182-Ñ DEL
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES ABROGADO, QUE LO PREVÉ, NO
VULNERA EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.
  
  
La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado sobre el derecho de audiencia previa,
reconocido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el
sentido de que el legislador, al desempeñar sus funciones de creación de normas jurídicas, debe
establecer los procedimientos necesarios con las formalidades mínimas necesarias previamente al
acto privativo, como son la notificación del inicio del procedimiento, la oportunidad de ofrecer y
desahogar pruebas, la posibilidad de alegar y el dictado de una resolución congruente con lo
pedido, para que se oiga a los interesados y se les dé oportunidad de defensa, en aquellos casos
en que resulten afectados sus derechos. Así, el artículo 182-Ñ del Código Federal de
Procedimientos Penales, abrogado, no vulnera el derecho de audiencia previa, porque establece un
procedimiento antes de que se decrete el abandono de los bienes a favor del Gobierno Federal, el
que se integra por diversas etapas, esto es, inicia con la determinación de que procede la
devolución de los bienes, su notificación dentro de un plazo al interesado o a su representante legal;
asimismo, se otorga plazo para que se acredite tener derecho sobre los bienes y, por tanto, que le
sean devueltos y, por último, se especifica una consecuencia para el caso de no cumplir lo anterior
en el tiempo concedido, previo apercibimiento.
  
  
Amparo en revisión 1112/2017. José Luis Garduño Mendoza. 19 de septiembre de 2018. Cinco
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien se reservó el
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena
y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián
González Utusástegui.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19  horas  en el Semanario
Judicial de la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCCL/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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ACCIÓN. EL ARTÍCULO 2 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, AL ESTABLECER QUE AQUÉLLA
PROCEDE EN JUICIO AUN CUANDO NO SE EXPRESE SU NOMBRE, NO VULNERA EL
DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
El precepto citado, al establecer que la acción procede en juicio, aun cuando no se exprese su
nombre, con tal de que se determine con claridad la clase de prestación que se exija del
demandado y el título o causa de la acción, no vulnera el derecho de audiencia reconocido en el
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues la identificación de la
acción ejercida, aunque no se nombre o se nombre equivocadamente, no puede representar
violación contra el demandado, siempre que no opere algún cambio en lo pedido y en la causa de
pedir, pues estos aspectos deben permanecer inalterados durante el proceso. Lo anterior es así,
pues si en la demanda constan con claridad las prestaciones pedidas (petitum) y el título o causa de
la acción (causa petendi), que se expresan en aquéllas y los hechos en que descansa el derecho a
éstas, las cuales, junto con los sujetos constituyen los elementos de la acción y que han de servir
para que el Juez identifique cuál es la acción que en realidad hizo valer el actor, el demandado
estará en condiciones de defenderse mediante la oposición de excepciones y defensas, el
ofrecimiento de pruebas y la expresión de alegatos, máxime si se toma en cuenta que con el
emplazamiento se le corre traslado con la demanda. Por tanto, mientras al identificar la acción no se
modifique lo pedido o la causa de pedir, ni esto implique un cambio en las defensas que pudieran
hacerse valer, se respeta el derecho de audiencia del demandado, porque está en condiciones de
defenderse frente a ellos.
  
  
Amparo directo en revisión 98/2017. Laura Angélica Reséndiz Barragán. 30 de agosto de 2017.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña
Hernández. Ausente y Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en su ausencia hizo suyo el asunto
el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19  horas  en el Semanario
Judicial de la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Civil

Tesis: 1a. CCXVIII/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 98 de 127 Fecha de impresión 26/04/2023



Tesis 
 

  Registro digital: 2018564 

  
  
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. EL ARTÍCULO 29 BIS DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS
CIVILES DEL ESTADO DE JALISCO QUE LA PREVÉ, NO TRANSGREDE EL DERECHO DE
AUDIENCIA. 
  
  
La caducidad de la instancia constituye una de las formas atípicas de terminación de un juicio por el
incumplimiento de las partes a su carga procesal de sujetarse a los plazos y términos fijados por la
ley. Por su parte, el derecho de audiencia consiste en que, previamente al acto privativo de
derechos, libertades o propiedades, se siga juicio en el que se notifique al demandado el inicio del
procedimiento, que se le dé la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas por las que se
pretenda defender, alegue y se resuelva sobre las prestaciones reclamadas. Ahora bien, el artículo
29 Bis del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco que prevé la caducidad de la
instancia, no transgrede el derecho de audiencia reconocido en el artículo 14 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues dicha figura no puede considerarse como un acto
privativo, al no afectar la libertad, la propiedad, las posesiones o los derechos que se ventilen en
juicio, ya que se limita a declarar anticipadamente la terminación del juicio por el desinterés de las
partes de continuarlo y concluirlo, y deja a salvo las acciones y los derechos sustantivos para que
las partes puedan iniciar un nuevo juicio y ventilar en él dichos derechos.
  
  
Amparo directo en revisión 3427/2016. Marco Antonio Valenzuela Yáñez. 7 de febrero de 2018.
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente y Ponente: José
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
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COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS USUARIOS DE
SERVICIOS FINANCIEROS. EL DICTAMEN EMITIDO POR DICHO ORGANISMO CON BASE EN
EL ARTÍCULO 68 BIS DE LA LEY QUE LO REGULA, NO VULNERA EL DERECHO DE
AUDIENCIA.
  
  
El derecho de audiencia, y más específicamente de audiencia previa, reconocido en el artículo 14
de la Constitución Federal ha sido entendido por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en el
sentido de que debe respetarse en la emisión de los actos privativos, es decir, de aquellos actos de
autoridad que producen una disminución, menoscabo o supresión definitiva de los derechos de la
persona y que por ello deben estar precedidos de un juicio seguido ante un tribunal previamente
establecido en el que se apliquen las leyes emitidas con anterioridad al hecho juzgado. En el caso,
el dictamen emitido por la CONDUSEF con base en el artículo 68 Bis de la Ley de Protección y
Defensa al Usuario de Servicios Financieros, aun cuando en determinados supuestos puede
revestir el carácter de título ejecutivo, no se traduce en una privación definitiva de los derechos
patrimoniales de las instituciones aseguradoras, pues tiene el carácter de prueba preconstituida
para efectos de hacerse valer ante los tribunales competentes. Por lo que, la emisión del dictamen
mencionado, además de llevarse a cabo en el marco de un procedimiento reglado en el que las
instituciones financieras pueden ser oídas y aportar las pruebas que a su interés convengan, no
constituye una privación definitiva de los derechos de dichas instituciones, que tienen expedita la
posibilidad de impugnar en sede judicial el dictamen respectivo, presentar las pruebas y oponer las
excepciones correspondientes.
  
  
Amparo en revisión 1268/2017. Seguros Banamex, S.A. de C.V., integrante del Grupo Financiero
Banamex. 23 de mayo de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández.  Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Víctor
Manuel Rocha Mercado.
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EMBARGO EN MATERIA MERCANTIL. EN SU DICTADO, LEVANTAMIENTO O SUSTITUCIÓN
NO RIGE EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. 
  
  
Las afectaciones a expectativas de derecho, entendidas como prerrogativas cuyo alcance o disfrute
se encuentra condicionado al cumplimiento de condiciones determinadas, no pueden considerarse
como actos privativos, sino de molestia. En este sentido, la obtención de una providencia
precautoria debe entenderse como una expectativa de derecho cuya admisión o desechamiento
constituye un acto de molestia, lo que es consistente con la doctrina jurisprudencial del Pleno de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en torno a los orígenes y efectos de la distinción entre
actos privativos y de molestia, conforme a la cual las medidas cautelares, tanto en lo general como
en el caso específico del embargo, constituyen actos de molestia respecto de los cuales no rige el
derecho de audiencia previa. Así, el Pleno encuadró al levantamiento del embargo –en términos del
artículo 1180 del Código de Comercio– como parte de esa doctrina, enfatizando que la sustitución
de la garantía –fianza en lugar de embargo– no extingue la vigencia de la medida precautoria y que,
en todo caso, la garantía que busca asegurar la efectividad del crédito carece de impacto respecto
de la cuestión de fondo, pues no presume la existencia del derecho que se aduce como sustento de
la acción intentada, lo cual será determinado por la sentencia y no por dicha providencia
precautoria.
  
  
Amparo en revisión 710/2017. Hes Logistics & Consulting, S.A. de C.V. 28 de febrero de 2018.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández.
Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo
Guerrero Zazueta.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19  horas  en el Semanario
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PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL.  EL ARTÍCULO 943 DEL CÓDIGO DE
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE
MÉXICO, NO VULNERA EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.
  
  
La Primera Sala del Alto Tribunal al resolver el amparo en revisión 311/2015, reconoció que la
distinción entre actos privativos y de molestia puede resultar menos clara si se reflexiona que
existen restricciones temporales que pueden generar, durante el lapso en que se encuentren
vigentes, una disminución, menoscabo o supresión definitiva de derechos, la cual resulte
irreparable; así mismo, se sostuvo que mientras la medida tenga una finalidad provisional, ésta será
considerada como acto de molestia; precisando que es posible que las restricciones –temporales
por concepto– generen, momento a momento, afectaciones que, consideradas individualmente,
resulten irreparables. Ahora bien,  la pensión alimenticia provisional, prevista en el artículo 943 del
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, será
considerada un acto de molestia aun cuando la parte deudora no pueda exigir la devolución de
aquellas cubiertas durante la vigencia de la medida cautelar, con independencia de que al final
pudiese decretarse la improcedencia de la pensión definitiva. En efecto, el acto seguirá
considerándose de molestia si cada una de esas afectaciones, definitivas bajo una noción de
irreparabilidad, forma parte de una medida de naturaleza temporal o transitoria, lo cual depende de
que se haya dictado durante la tramitación de un procedimiento –entendido en sentido amplio–,
cuya conclusión necesariamente implicará la emisión de un nuevo acto de autoridad que la deje sin
efectos. Consecuentemente, el artículo citado al prever la pensión alimenticia provisional, no vulnera
el derecho de audiencia previa contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, toda vez que regula una medida cautelar cuya vigencia temporal le confiere
necesariamente el carácter de acto de molestia, por lo que no admite la posibilidad de otorgar
audiencia previa a la parte deudora alimentaria.
  
  
Amparo en revisión 1272/2015. Alejandro Romero Ayón. 18 de mayo de 2016. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz,  quien formuló voto concurrente,
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19  horas  en el Semanario
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PERSONAS CON DISCAPACIDAD. DEBE RESPETARSE SU DERECHO DE AUDIENCIA, AUN
CUANDO LOS ARTÍCULOS 916 Y 917 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL
ESTADO DE NUEVO LEÓN NO PREVEAN EXPRESAMENTE SU COMPARECENCIA.
  
  
Con fundamento en los preceptos citados se toman determinaciones que inciden directamente en la
capacidad de ejercicio de la persona con discapacidad, tales como el nombramiento de un tutor
interino, que implica un acotamiento o una limitación de los derechos inherentes a la capacidad de
la persona, pues con ello se restringen sin más sus posibilidades de actuación. En consecuencia, es
obligatorio dar audiencia a la persona cuyos derechos están en juego, y con mayor razón si estos
derechos involucran su libertad, la autonomía en las decisiones, su libre desarrollo de la
personalidad, además de otros derechos de proyección patrimonial, aunque en el procedimiento de
interdicción establecido en los artículos 916 y 917 del Código de Procedimientos Civiles del Estado
de Nuevo León, no se prevea expresamente el derecho para que las personas sobre quienes recae
la eventual declaración de incapacidad comparezcan ante el Juez a expresar su opinión durante el
trámite de las diligencias de jurisdicción voluntaria.
  
  
Amparo en revisión 1043/2015. Blanca Estela González Escamilla. 29 de marzo de 2017.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío
Díaz, quien formuló voto concurrente, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María
Dolores Igareda Diez de Sollano.
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PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EN LA RESOLUCIÓN DE LOS CASOS EN LOS QUE SE
VEAN INVOLUCRADAS, EL JUZGADOR DEBE REALIZAR LOS AJUSTES NECESARIOS O
RAZONABLES PARA GARANTIZAR SU DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha considerado como motivos de
discriminación de las personas con discapacidad mental o intelectual, la falta de igual
reconocimiento ante la ley, específicamente, en torno a su autonomía o capacidad de decisión. En
este sentido, en la resolución de los casos concretos que se le plantean en los que se vean
involucradas personas con discapacidad, el juzgador debe realizar los ajustes necesarios o
razonables para facilitarles la información sobre las consecuencias jurídicas de los procedimientos
judiciales en que éstas participen, en un lenguaje sencillo, mediante formatos accesibles y con los
apoyos necesarios, para que así puedan expresar lo que a su derecho convenga, de modo que se
vea plenamente garantizado su derecho de audiencia.
  
  
Amparo en revisión 1043/2015. Blanca Estela González Escamilla. 29 de marzo de 2017.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío
Díaz, quien formuló voto concurrente, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María
Dolores Igareda Diez de Sollano.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19  horas  en el Semanario
Judicial de la Federación.
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PROCESO DE INTERDICCIÓN DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD. AL CONSTITUIR UN
ACTO DE PRIVACIÓN DEBE GARANTIZARSE EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
El proceso de incapacitación o interdicción implica una injerencia en las posibilidades de actuación
de la persona y por ello supone una limitación de sus derechos fundamentales: con base en la
presunción de incapacidad se toman decisiones fundamentales que producen una afectación de tal
envergadura que, a juicio de la Primera Sala, constituyen un acto de privación, sin que en la
legislación procesal civil se prevea la intervención de la persona con discapacidad para alegar y
probar lo que a su derecho convenga, así como para manifestar sus preferencias y voluntad:
conocer la voluntad y preferencias de la persona con discapacidad resulta esencial, así como
posibilitar su participación en el proceso judicial, cualquiera que éste sea. El juzgador debe ser
especialmente cuidadoso para que se cumplan las formalidades del procedimiento, entre las que
destaca el derecho de audiencia, pues de lo contrario se estaría en franca violación de los derechos
de la persona involucrada, con graves repercusiones en el goce y ejercicio de todos sus demás
derechos. No puede aceptarse de manera alguna que al estar involucrada una persona con
discapacidad, so pretexto precisamente de su discapacidad, ni siquiera se contemple la posibilidad
de oírla, vulnerando con ello las formalidades esenciales del procedimiento, el derecho de acceso a
la justicia y el principio de igualdad y no discriminación.
  
  
Amparo en revisión 1043/2015. Blanca Estela González Escamilla. 29 de marzo de 2017.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío
Díaz, quien formuló voto concurrente, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María
Dolores Igareda Diez de Sollano.
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PROCESO DE INTERDICCIÓN. EL DERECHO DE AUDIENCIA DE LAS PERSONAS CON
DISCAPACIDAD NO SE SATISFACE CON LAS MANIFESTACIONES HECHAS POR EL TUTOR.
  
  
El proceso de incapacitación o interdicción implica una injerencia en las posibilidades de actuación
de la persona y por ello supone una limitación de sus derechos fundamentales: no puede de
ninguna manera admitirse bajo el modelo social y de derechos humanos que el derecho de
audiencia de la persona con discapacidad se satisfaga por las manifestaciones que hace el tutor. El
examen personal y directo por el juez, así como posibilitar su participación en cualquier proceso
judicial en el que se vea involucrada una persona con discapacidad debe considerarse parte
esencial del mismo, que tiene como fundamento el igual reconocimiento como persona ante la ley y
el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, a que se refieren los artículos 12 y 13 de la
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
  
  
Amparo en revisión 1043/2015. Blanca Estela González Escamilla. 29 de marzo de 2017.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío
Díaz, quien formuló voto concurrente, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María
Dolores Igareda Diez de Sollano.
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PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS. EL ARTÍCULO 1180 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, EN SU
TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN
EL 10 DE ENERO DE 2014, AL PERMITIR EL LEVANTAMIENTO DEL EMBARGO CUANDO EL
DEMANDADO PRUEBE LA EXISTENCIA DE BIENES RAÍCES SUFICIENTES, SIN QUE
ESCUCHE AL ACTOR, NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. 
  
  
El precepto citado otorga al demandado la oportunidad de que se levante una medida precautoria
dictada en su contra cuando se surta una de las siguientes tres hipótesis: i) que consigne el valor u
objeto reclamados; ii) que otorgue fianza bastante a juicio del juez; o iii) que acredite que tiene
bienes raíces suficientes  para responder del éxito de la demanda. En este sentido, la tercera
hipótesis que permite al demandado probar la existencia de bienes raíces suficientes, sin que se
escuche al actor, no viola el derecho de audiencia previa reconocido por el artículo 14 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por las siguientes razones: 1. Si el
levantamiento del embargo, al igual que éste, carece del carácter de un acto privativo, es  evidente
que el derecho de audiencia previa no constituye una exigencia constitucional que debía respetar el
órgano legislativo al momento de regular ese procedimiento; en efecto, la posibilidad de impugnar la
validez de un precepto legal de naturaleza adjetiva o procesal depende del incumplimiento o
contravención a un principio o mandato constitucional perentorio. 2. Si el decreto de la medida
precautoria no exige el respeto al derecho mencionado, como expresamente lo establece el artículo
1181 –actual 1178– del Código de Comercio, es incuestionable que su levantamiento es de
naturaleza accesoria y presupone lógicamente que ésta se hubiere dictado, sin que pueda seguir
una suerte distinta. 3. Lo anterior podría cambiar si el órgano legislativo así lo hubiese establecido,
pero ello no es el caso, y esto se debe a que, aun cuando no haya una exigencia constitucional que
constriña al legislador a regular la audiencia previa para el levantamiento del embargo, tampoco
existe en la Norma Fundamental una prohibición al respecto, de modo que contaba con libertad
configurativa para regular el procedimiento. Además, si el órgano legislativo hubiese querido
establecer la procedencia de una audiencia previa, lo habría hecho, como lo determinó en el trámite
de la reclamación mediante la cual puede impugnarse el embargo, o como el actual artículo 1178
del código aludido lo establece, siempre que el secuestro de bienes se solicite iniciado el  juicio. No
modifica lo anterior el hecho de que el precepto se refiera a la necesidad de "probar" la propiedad
de bienes raíces, pues la legislación mercantil también exige a quien solicite el embargo "acreditar"
su derecho y la necesidad de la medida solicitada, ya sea de manera documental o testimonial, y
ello es insuficiente para que se exija una audiencia en la que participe la parte afectada.
  
  
Amparo en revisión 575/2016. Fábrica de Ventanas Monterrey, S.A. de C.V. 3 de mayo de 2016.
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz,
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña
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Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19  horas  en el Semanario
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TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LAS INSTITUCIONES DE
CRÉDITO ESTÁN OBLIGADAS A OBTENER EL CONSENTIMIENTO EXPRESO DE LOS
TERCEROS INTERESADOS (CUENTAHABIENTES), CON MOTIVO DE UNA SOLICITUD DE
ACCESO A LA INFORMACIÓN REQUERIDA POR UNA AUTORIDAD REGULADORA, EN
RESPETO A SU DERECHO DE AUDIENCIA Y PARA QUE MANIFIESTEN LO QUE A SU
INTERÉS CONVENGA. 
  
  
De la interpretación conjunta y armónica de las disposiciones previstas en la Ley General de
Transparencia y Acceso a la Información Pública, particularmente de sus artículos 113, 116 y 120,
así como los correlativos 110, 113 y 117 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública, complementadas con los numerales 6, 8, 10, 16 y 37 de la Ley Federal de
Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares, deriva que las instituciones de
crédito, en su calidad de depositarias de la información financiera y datos personales de sus
cuentahabientes, antes de entregar la información solicitada por una autoridad reguladora con
motivo de una consulta de acceso a la información, están obligadas en todo momento a informar
sobre el tratamiento, e incluso, a obtener el consentimiento expreso –que es en el que se manifiesta
la voluntad, verbalmente, por escrito, por medios electrónicos, ópticos o cualquier otra tecnología o
mediante signos inequívocos– de los titulares de los datos personales o de la información financiera
requerida, con la finalidad de respetar de manera efectiva su derecho de audiencia y para que
manifiesten lo que a su interés convenga. De esta manera, el aviso de privacidad que formulan las
instituciones referidas debe contener por disposición legal expresa, entre otros aspectos, los medios
necesarios para que los titulares o cuentahabientes puedan ejercer sus derechos de acceso,
rectificación, cancelación u oposición (ARCO). En esa virtud, si bien debe darse garantía de
audiencia al titular de la información pública, en este caso a la institución financiera, cuando el ente
obligado reciba una solicitud al respecto, lo cierto es que también debe respetarse dicha
prerrogativa cuando éste solicite a la institución bancaria información que contenga datos
personales de sus clientes o cuentahabientes, pues no debe perderse de vista que es depositario
de esa información.
  
  
Amparo en revisión 467/2017. HSBC México, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero
HSBC. 9 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17  horas  en el Semanario Judicial
de la Federación.

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Tesis: 2a. XIII/2019 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 36 DE LA LEY FEDERAL DE LA MATERIA
ABROGADA, QUE PREVÉ LA IMPOSICIÓN DE UNA MULTA, NO VIOLA EL DERECHO DE
AUDIENCIA. 
  
  
Del análisis del artículo 33 de la ley citada que prevé, entre otras cuestiones, que la Comisión
Federal de Competencia emplazará con el oficio de responsabilidad al probable responsable, el que
contará con un plazo de 30 días para manifestar lo que a su derecho convenga, adjuntar los medios
de prueba documentales, y ofrecer las pruebas que ameriten algún desahogo, en relación con el
artículo 36 que establece que la comisión aludida, en la imposición de multas, deberá considerar la
gravedad de la infracción, el daño causado, los indicios de intencionalidad, la participación del
infractor en los mercados, el tamaño del mercado afectado, la duración de la práctica o
concentración y la reincidencia o antecedentes del infractor, así como su capacidad económica,
deriva que el procedimiento administrativo comienza con el oficio aludido y culmina con la
resolución que al efecto emita el Pleno de la Comisión Federal de Competencia, el cual puede
contener la imposición de alguna de las sanciones establecidas en el capítulo VI de la propia ley. En
atención a lo anterior, el artículo 36 de la Ley Federal de Competencia Económica abrogada, que
prevé la posibilidad de que el Pleno de la Comisión referida imponga una multa, no viola el derecho
de audiencia, pues no constituye un procedimiento nuevo o aislado, ni una aplicación impositiva que
resulte de hechos novedosos y sobre los cuales el gobernado no haya tenido oportunidad de
combatir. Además, el derecho referido se respeta una vez que se ha determinado la multa, ya que
es a partir de ello, que los gobernados tienen oportunidad de ser escuchados para desvirtuar los
hechos que se les imputan, conforme al artículo 28, párrafo vigésimo, fracción VII, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece, entre otros aspectos, que los
actos u omisiones de la Comisión Federal de Competencia Económica podrán impugnarse
mediante el juicio de amparo indirecto; además de que la sanción impuesta se materializará hasta
que se resuelva el juicio de amparo que, en su caso, se promueva.
  
  
Amparo en revisión 418/2018. 12 de septiembre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario:
Alejandro Castañón Ramírez.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 01 de marzo de 2019 a las 10:04  horas  en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Tesis: 1a. XVI/2019 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 160 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA
LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS, AL ESTABLECER QUE SU EXISTENCIA SE
ACREDITARÁ ÚNICAMENTE CON LA DESIGNACIÓN QUE HAGA EL MILITAR DE LA PERSONA
INTERESADA COMO CONCUBINA O CONCUBINARIO ANTE EL INSTITUTO O LA SECRETARÍA
DE LA DEFENSA NACIONAL O MARINA, VULNERA EL MANDATO DE PROTECCIÓN A LA
FAMILIA Y EL DERECHO DE AUDIENCIA. 
  
  
El reconocimiento del concubinato como una institución fundadora de la familia tiene como fin
proteger a las personas que deciden tener una vida en común con intención de permanencia,
estabilidad y ayuda mutua, como si fuese un matrimonio y, por tanto, es fuente del derecho a la
seguridad social; de ahí que su configuración, como supuesto de procedencia de la pensión de
viudez o de cualquier otra prestación económica y en especie, precisa garantizar al interesado la
oportunidad de acreditar su calidad de concubina o concubinario. En ese contexto, debe estimarse
que el citado precepto legal, en cuanto establece que la relación de concubinato se acreditará
únicamente con la designación que el militar haya realizado de la persona interesada como
concubina o concubinario ante el Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas
Mexicanas, o a la Secretaría de la Defensa Nacional o Marina, sin que sea admisible otro medio de
prueba, vulnera el mandato de protección a la familia que prevé el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Mexicanos, en tanto anula el derecho de prueba que le asiste a la persona
que considera tener ese carácter, cuando el militar –por descuido o negligencia– omite realizar la
designación respectiva o actualizar la información correspondiente, con lo cual se vulnera también
el derecho de audiencia que tutela el artículo 14 del referido ordenamiento constitucional, puesto
que al impedir que el interesado ofrezca los medios de prueba que estime conducentes para
demostrar la existencia del concubinato con el militar fallecido y, en consecuencia, su derecho a las
prestaciones económicas y en especie que deriven de la muerte de aquél, lo deja en estado de
indefensión, al no garantizarle una adecuada defensa en caso de tener que demandar o defender
en juicio el derecho de que se trata; lo que cobra relevancia al tener en cuenta que el otorgamiento
de la pensión de viudez no puede supeditarse a la voluntad del militar, ni es jurídicamente factible
aceptar que éste puede mantener, a un mismo tiempo, dos o más relaciones de concubinato y,
menos aún, que ante tal situación, la pensión deba concederse indefectiblemente a la persona que
hubiese designado como su concubina o concubinario ante el Instituto o ante la Secretaría de la
Defensa Nacional o Marina, en tanto que su objeto es garantizar la subsistencia de la persona con
la que hizo vida marital hasta la fecha de su deceso, no así la de cualquier otra con la que haya
mantenido una relación de pareja, aunque hubiesen vivido juntos por algún tiempo o hayan
procreado hijos en común.
  
  
Amparo en revisión 34/2019. Lilia Jiménez Monroy. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: 2a. XLIX/2019 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó en contra de consideraciones Yasmín Esquivel
Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31  horas  en el Semanario Judicial
de la Federación.
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ARRESTOS MILITARES. LA REGULACIÓN DE LOS QUE SE IMPONEN CON FUNDAMENTO EN
LA LEY DE DISCIPLINA DEL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS POR UN SUPERIOR
JERÁRQUICO O DE CARGO, NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. 
  
  
Del hecho de que los arrestos impuestos a los miembros del Ejército y la Fuerza Aérea Mexicanos
por la comisión de faltas contra la disciplina militar sean actos privativos, no se sigue
necesariamente que en su imposición deban observarse de manera idéntica todas las formalidades
esenciales del procedimiento reconocidas para la generalidad de las personas en el artículo 14 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, entre ellas, la audiencia previa, pues si bien
es incuestionable que en México, por virtud de ese precepto constitucional, todas las personas
tienen reconocido el derecho de audiencia frente a un acto privativo, tanto el Pleno como la
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación han aceptado la existencia de actos
privativos donde se encuentra limitado y, por consiguiente, opera con posterioridad a la privación
material del derecho o del bien. En esta tesitura, determinar si los arrestos militares impuestos por
un superior jerárquico o de cargo conforme a la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea
Mexicanos violan el artículo 14 constitucional por no garantizar el derecho fundamental de audiencia
previamente a la imposición del correctivo disciplinario depende de que tal restricción sea
proporcional a los fines que persigue. Así, un escrutinio ordinario de proporcionalidad sobre las
diversas disposiciones castrenses que regulan la imposición de dichos arrestos arroja que la
restricción al derecho de audiencia que conlleva este tipo de correctivos disciplinarios encuentra
plena justificación constitucional en el principio de disciplina militar contenido en el artículo 13 de la
Constitución Federal, ya que: (i) persigue un fin constitucionalmente legítimo; (ii) es apta para
conseguirlo; (iii) es necesaria para su realización; y (iv) es proporcional específicamente en relación
con el beneficio obtenido. Por ende, si constitucionalmente en relación con tales arrestos militares
no debe otorgarse audiencia previamente a su imposición, sino que es suficiente garantizar dicho
derecho fundamental con posterioridad a ella, se concluye que su regulación legal, por sí misma, no
viola en perjuicio de los elementos del Ejército y la Fuerza Aérea Mexicanos el derecho de
audiencia previa reconocido por el artículo 14 de la Constitución Federal.
  
  
Contradicción de tesis 150/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del
Cuarto Circuito. 16 de octubre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó contra
algunas consideraciones José Fernando Franco González Salas y manifestó que haría voto
concurrente. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Narváez Medécigo.
 
Criterios contendientes:

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al
resolver el amparo en revisión 90/2018 y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado
en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver el amparo en revisión 295/2015.
 
Tesis de jurisprudencia 158/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del cuatro de noviembre de dos mil diecinueve. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de
diciembre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
19/2013.
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ARRESTO ADMINISTRATIVO COMO SANCIÓN POR CONDUCIR EN ESTADO DE EBRIEDAD.
AL PRETENDER IMPONERLO EL JUEZ CALIFICADOR DEBE RESPETAR EL DERECHO DE
AUDIENCIA PREVIA DEL PROBABLE INFRACTOR. 
  
  
El arresto administrativo, que forma parte de las sanciones que puede imponer la autoridad
administrativa de conformidad con el artículo 21 de la Constitución Federal por el incumplimiento a
disposiciones administrativas, invariablemente reviste el carácter de acto privativo, porque produce
efectos que suprimen la libertad personal ambulatoria por un tiempo determinado y con efectos
definitivos. En consecuencia, cuando a una persona se le pretende imponer un arresto
administrativo como sanción por conducir bajo el influjo del alcohol, existe la obligación de respetar,
proteger y garantizar el derecho de audiencia previa reconocido en el segundo párrafo del artículo
14 constitucional, al no existir una restricción expresa a este derecho en el texto constitucional ni
justificación suficiente que amerite eximir de su observancia en forma previa a la restricción de la
libertad personal. Así, el probable infractor debe tener la posibilidad de ser oído en el momento
oportuno por el Juez Calificador previamente a que se le imponga la sanción de arresto
administrativo; entendiéndose por "momento oportuno" cuando ya se encuentra en las instalaciones
del órgano calificador y está en condiciones de comparecer a efecto de alegar lo que a su derecho
convenga en torno a la infracción atribuida: si desvirtúa la comisión de la infracción, entonces no se
le puede decretar el arresto administrativo; si no lo hace, procede que se le individualice el tiempo
que deberá compurgar. Con este criterio se armoniza, por una parte, la facultad de la autoridad para
sancionar la comisión de infracciones (destacando aquellas que ponen en riesgo la integridad física
del propio infractor y de terceros, como es el caso de conducir en estado de ebriedad) y, por otra, se
evita la arbitrariedad de la autoridad al momento de ejercer dichas atribuciones o que se prive de la
libertad a personas que no cometieron la infracción atribuida pero aun así fueron detenidas y
remitidas ante el órgano calificador, soslayando que las políticas públicas y disposiciones tendentes
a inhibir la comisión de infracciones deben ser compatibles con la debida observancia de los
derechos humanos.
  
  
Contradicción de tesis 171/2019. Entre las sustentadas por el Séptimo Tribunal Colegiado en
Materia Administrativa del Tercer Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa
del Tercer Circuito y el Pleno del Decimotercer Circuito. 31 de octubre de 2019. Unanimidad de
nueve votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá,
José Fernando Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo,
Norma Lucía Piña Hernández, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Arturo Zaldívar Lelo de
Larrea. Ausente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá.
Secretarios: Víctor Manuel Rocha Mercado, Fernando Sosa Pastrana y Monserrat Cid Cabello.
 

Instancia: Pleno Décima Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa
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Tesis contendientes:
 
El Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo
en revisión 409/2018, el cual dio origen a la tesis aislada número III.7o.A.1 CS (10a.), de título y
subtítulo: "ARRESTO ADMINISTRATIVO POR CONDUCIR EN ESTADO DE EBRIEDAD. AL
IMPONERLO, NO EXISTE OBLIGACIÓN DE RESPETAR EL DERECHO DE AUDIENCIA
PREVIA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 31 de mayo de 2019 a
las 10:36 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 66,
Tomo III, mayo de 2019, página 2501, con número de registro digital: 2019933, y
 
El Pleno del Decimotercer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 4/2016, la cual dio origen a
la tesis de jurisprudencia número PC.XIII. J/5 A (10a.), de título y subtítulo: "ARRESTO
ADMINISTRATIVO POR CONDUCIR EN ESTADO DE EBRIEDAD. PREVIO A SU IMPOSICIÓN
DEBE RESPETARSE LA GARANTÍA DE AUDIENCIA.", publicada en el Semanario Judicial de la
Federación del viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación, Décima Época, Libro 40, Tomo III, marzo de 2017, página 1903, con número de
registro digital: 2013792.
 
El Tribunal Pleno, el cinco de diciembre en curso, aprobó, con el número 19/2019 (10a.), la tesis
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a cinco de diciembre de dos mil diecinueve. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 17 de enero de 2020 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de enero de
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES (CNBV). ANTES DE EJERCER SU
FACULTAD DISCRECIONAL PARA INTERVENIR A LAS SOCIEDADES FINANCIERAS
POPULARES EN RIESGO DEBE RESPETAR SU DERECHO DE AUDIENCIA, ASÍ COMO LOS
PLAZOS LEGALES PARA QUE ÉSTAS TENGAN LA OPORTUNIDAD DE CORREGIR LAS
OPERACIONES IRREGULARES QUE LES HAYA DETECTADO.
  
  
Hechos: Los quejosos demandaron de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) la
indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado derivada de su actividad administrativa
irregular, con el argumento de que no cumplió oportunamente con su función de supervisión y
vigilancia respecto de una Sociedad Financiera Popular (Sofipo), lo que ocasionó que la deficiente
administración de ésta se prolongara en el tiempo, ocasionando evidentes perjuicios para los
ahorradores.
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, antes de ejercer la facultad discrecional para intervenir a
las Sociedades Financieras Populares en riesgo, debe respetar su derecho de audiencia, así como
los plazos legales para que tengan la oportunidad de corregir las operaciones irregulares que les
haya detectado.
 
Justificación: La Comisión Nacional Bancaria y de Valores con base en su facultad discrecional, al
llevar a cabo oportunamente o no actos para evitar el daño que terceros podrían sufrir, lo hace en
atención a sus obligaciones y actuando dentro de las atribuciones legales conferidas, y respecto de
las cuales la entidad financiera cuenta con el derecho de conocer a través del desahogo de su
derecho de audiencia, a fin de que tenga la oportunidad de corregirlas; pero en caso de que no
logre desvirtuarlas, por consecuencia legal, la Comisión referida tiene el imperativo legal de emitir
un oficio de acciones y medidas correctivas, tal como lo establece el Reglamento de Supervisión de
la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, por tanto, no puede actuar de determinada
manera cuando la sociedad observada cumple con diversos requerimientos, sino que debe esperar
a la conclusión de plazos y al incumplimiento de las observaciones que le hizo para determinar la
intervención con carácter de gerencia a la sociedad financiera, por lo que atento a sus facultades
discrecionales éstas no conllevan que su actuación se ubique en los supuestos del artículo 109 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que no se configura una
responsabilidad patrimonial del Estado que traiga como consecuencia una indemnización al
particular.
  
  
Amparo directo en revisión 7106/2019. Alejandro Gerard Bertrand. 4 de marzo de 2020. Mayoría de
tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek.
Disidentes: Luis María Aguilar Morales y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Yasmín
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Esquivel Mossa. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.
 
Amparo directo en revisión 540/2020. Claudia Gabriela Dueñas Martínez. 2 de septiembre de 2020.
Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Yasmín Esquivel Mossa y Javier
Laynez Potisek; votó con reserva de criterio Alberto Pérez Dayán. Disidentes: Luis María Aguilar
Morales y José Fernando Franco González Salas. Ponente: José Fernando Franco González Salas.
Secretario: Pablo Raúl García Reyes.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 16 de octubre de 2020 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 118 de 127 Fecha de impresión 26/04/2023



Tesis 
 

  Registro digital: 2023926 

  
  
ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO SIN INTERVENCIÓN
JUDICIAL PREVIA. EL ARTÍCULO 52 DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL QUE LO
CONTEMPLA, NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Hechos: La autoridad administrativa de un centro penitenciario ordenó y ejecutó el traslado de una
persona privada de su libertad a otro diverso, actuando conforme a lo previsto en el artículo 52 de la
Ley Nacional de Ejecución Penal; el Juez correspondiente calificó de legal dicha determinación. En
su contra, la parte afectada promovió juicio de amparo indirecto alegando que dicho precepto
normativo vulnera el derecho de audiencia, pues faculta a la autoridad penitenciaria, para que, con
sólo una resolución administrativa, pueda ordenar y ejecutar el traslado de personas; el Juez de
amparo estimó que la norma era constitucional. En contra de esta resolución se interpuso recurso
de revisión.
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el
artículo 52 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, al prever órdenes de traslado de un centro
penitenciario a otro, sin autorización judicial previa, no contraviene el derecho de audiencia previsto
en el artículo 14 constitucional.
 
Justificación: El artículo 52 mencionado establece una de las excepciones al traslado voluntario, en
el cual no existe una autorización judicial previa para que las autoridades penitenciarias lo lleven a
cabo. Lo anterior, obedece a la peculiaridad de los supuestos de urgencia en que procede –cuando
se ponen en peligro bienes como la vida, la integridad, la salud, la seguridad, etcétera– ya que,
tomando en cuenta que las personas privadas de la libertad en los centros penitenciarios, están
bajo el cuidado del Estado, se les debe proteger respecto de conductas o situaciones que las
pongan en peligro. Lo que no significa que la autoridad judicial esté excluida de este procedimiento,
ya que como se consagra en el mismo precepto, es esta autoridad la que debe determinar su
legalidad, calificando las razones que motivaron a la autoridad penitenciaria a llevarlo a cabo, esto
es, examinando minuciosamente que el traslado atienda a las causas invocadas; y que con la
medida se respeten los derechos humanos de las personas trasladadas (control judicial ex post). En
efecto, esta Primera Sala ya ha determinado que la norma impugnada entraña un procedimiento,
que inicia con la determinación de traslado por parte de la autoridad penitenciaria, –primera fase
administrativa– y culmina cuando el Juez se pronuncie sobre la legalidad de ésta –segunda fase
judicial–; en ese sentido, el derecho de audiencia está garantizado, con independencia de que se
pueda ejercer hasta la segunda etapa. Además, en la propia norma se prevén dos medios de
defensa legal con los que puede ser combatida la determinación de traslado, ya que una vez que se
haga la calificación de legalidad y se notifique al afectado, éste tendrá la oportunidad de impugnarla
mediante el recurso de apelación; y, en el caso de que no se hiciera la calificativa, se podrá
interponer la controversia respectiva. En ese tenor, no es dable sostener que se viola el derecho de
audiencia contemplado en el artículo 14 constitucional; porque éste tendrá efectos plenos al
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momento en que se convalide el traslado y, en su caso, se impugne en los términos señalados.
  
  
Amparo en revisión 176/2021. Sandra Viridiana Acuña Claudio. 25 de agosto de 2021. Unanimidad
de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para
formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente:
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.
 
Tesis de jurisprudencia 53/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada de uno de diciembre de dos mil veintiuno.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de
diciembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario
1/2021.
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CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. EL ARTÍCULO 53 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS
CIVILES DE YUCATÁN QUE LA PREVÉ, NO TRANSGREDE EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Hechos: En un juicio de amparo directo se reclamó una resolución dictada en un recurso de
apelación en el que se confirmó la determinación del Juez de primera instancia en el sentido de que
había operado la caducidad de la instancia. El Tribunal Colegiado de Circuito que conoció del
asunto negó el amparo a la parte quejosa en el que se planteó la inconstitucionalidad del artículo 53
del Código de Procedimientos Civiles de Yucatán que prevé dicha figura procesal. Inconforme con
el fallo anterior, la quejosa interpuso recurso de revisión.
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el
artículo 53 del Código de Procedimientos Civiles de Yucatán que prevé la caducidad de la instancia,
no transgrede el derecho de audiencia reconocido en el artículo 14 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.
 
Justificación: Lo anterior, toda vez que la caducidad no puede considerarse como un acto privativo,
al no afectar la libertad, la propiedad, las posesiones o los derechos que se ventilen en juicio, ya
que se limita a declarar anticipadamente la terminación del juicio por el desinterés de las partes de
continuarlo y concluirlo, y deja a salvo las acciones y los derechos sustantivos para que las partes
puedan iniciar un nuevo juicio y ventilar en él dichos derechos. La caducidad de la instancia
constituye una de las formas atípicas de terminación de un juicio por el incumplimiento de las partes
a su carga procesal de sujetarse a los plazos y términos fijados por la ley. Por su parte, el derecho
de audiencia consiste en que, previamente al acto privativo de derechos, libertades o propiedades,
se siga juicio en el que se notifique al demandado el inicio del procedimiento, que se le dé la
oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas por las que se pretenda defender, alegue y se
resuelva sobre las prestaciones reclamadas.
  
  
Amparo directo en revisión 3903/2019. María Beatriz Macari Casares y/o Beatriz Macari Casares,
en su carácter de albacea de la sucesión testamentaria de Juan Manuel Macari Canán. 11 de marzo
de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y
los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González
Alcántara Carrancá. Ponente: Ministro: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Mireya
Meléndez Almaraz.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 08 de abril de 2022 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS. EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 1070 DEL CÓDIGO
DE COMERCIO, ADMITE SER INTERPRETADO CONFORME CON EL DERECHO DE
AUDIENCIA, TUTELADO POR EL ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL, EN EL SENTIDO DE QUE
DEBE REALIZARSE UNA INVESTIGACIÓN MÁS AMPLIA PARA LOCALIZAR EL DOMICILIO DEL
DEMANDADO.
  
  
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes interpretaron el segundo párrafo del
artículo 1070 del Código de Comercio en relación con la procedencia del emplazamiento por edictos
en un juicio mercantil, sosteniendo criterios distintos sobre la obligación de investigación previa del
domicilio del demandado. Uno de ellos consideró que ese precepto, interpretado de manera
conforme con el artículo 14 constitucional, no excluye la exigencia de que, previo a ordenar el
emplazamiento por edictos, se giren oficios a diversas autoridades públicas o entes privados que
cuenten con registros de domicilios de personas, a efecto de colmar un procedimiento de
investigación del domicilio del demandado y corroborar que efectivamente se desconoce el mismo,
para salvaguardar el derecho de audiencia de la parte demandada. El otro tribunal consideró que
había que estarse a la literalidad de la norma, la cual es categórica, por lo que previo a ordenar el
emplazamiento por medio de edictos, basta girar un oficio a una autoridad, ente público o privado
con registro de domicilios de personas, por lo que no es exigible una investigación más exhaustiva.
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el
segundo párrafo del artículo 1070 del Código de Comercio sí admite ser interpretado a la luz del
derecho de audiencia tutelado por el artículo 14 constitucional, en el sentido de que la previsión
relativa a que "el juez ordenará recabar informe de una autoridad o una institución pública que
cuente con registro oficial de personas, bastará el informe de una sola autoridad o institución para
que proceda la notificación por edictos", constituye una obligación mínima que no impide ni excluye
que las personas juzgadoras, como rectoras del proceso, privilegien la efectividad de ese derecho
fundamental, por ende, que resulten obligados a realizar una investigación más exhaustiva,
entendida como racionalmente suficiente, del domicilio del demandado, previo a ordenar un
emplazamiento por edictos.
 
Justificación: La Suprema Corte ha sostenido que el emplazamiento a juicio es la primera y más
importante formalidad esencial del procedimiento, al ser precisamente el acto procesal por medio
del cual se pone en conocimiento de la parte demandada la existencia de un juicio instado en su
contra, del contenido de la demanda y de las consecuencias legales de no comparecer a
contestarla; por tanto, la falta o deficiencia de esta formalidad genera la infracción procesal de
mayor magnitud y de carácter más grave, pues coloca a la parte enjuiciada en total estado de
indefensión. Lo anterior da cuenta de la importancia de que las juezas y los jueces mercantiles
lleven a cabo una investigación que resulte razonablemente suficiente del domicilio del demandado
en caso de que no haya podido localizarse en el que inicialmente hubiera proporcionado la parte
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actora o ésta manifieste desconocerlo, previo a que se ordene la notificación por edictos, ya que
éste al ser un medio de notificación excepcional y de último recurso, se debe entender reservado
únicamente para los casos en que tras un esfuerzo de búsqueda del domicilio correcto en el que
pueda ser notificado personalmente el demandado, no sea posible ubicarlo, y por ende, se tenga
certeza de esa imposibilidad. Ahora bien, es cierto que el artículo 1070, párrafo segundo, del Código
de Comercio, en su literalidad sugiere que no sería exigible una investigación más amplia que el
envío de un único oficio a una autoridad o institución que cuente con registro de personas, para que
sea viable ordenar el emplazamiento por edictos; sin embargo, dicha norma debe ser interpretada
en consonancia con el derecho de audiencia tutelado por el artículo 14 constitucional, para entender
que allí sólo se alude a una obligación mínima, que no releva a las personas juzgadoras de hacer
uso de su prudente arbitrio y facultades para mejor proveer, a efecto de indagar en forma suficiente
sobre el domicilio del demandado, bajo un criterio cualitativo, antes de proceder a la notificación por
edictos, por lo que deberán determinar el envío de oficios a las autoridades o entidades que tengan
bases de datos oficiales en las que sea más probable que toda persona se encuentre registrada, es
decir, las más idóneas para la obtención de la información correspondiente al domicilio del
demandado, y sólo en caso de que del resultado de dicha investigación se tenga certeza que el
domicilio de la persona a notificar efectivamente es incierto o desconocido, entonces se procederá a
notificar por medio de edictos, ello con la finalidad de dar seguridad jurídica al desarrollo del proceso
y no vulnerar el derecho de audiencia y defensa del demandado; interpretación que resulta acorde a
la referida norma constitucional y no contraviene el derecho a una justicia pronta y expedita, el cual,
deberá ser garantizado por las y los juzgadores mediante el impulso eficiente que dé celeridad a la
investigación, privilegiando así el conocimiento del demandado sobre la pretensión para el efectivo
ejercicio de sus derechos y la actuación célere del proceso, a fin de lograr una operatividad eficiente
de los derechos fundamentales de acceso a la jurisdicción pronta y expedita, de audiencia y de
debido proceso, respecto de un acto procesal tan relevante como es el llamamiento a un juicio.
  
  
Contradicción de tesis 1/2022. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito
del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur y el Segundo
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 16 de marzo de 2022. Cinco votos de las
Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Ponente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Edemna Daniela Osorio Pacheco.
 
Tesis y/o criterios contendientes:
 
El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con
residencia en La Paz, Baja California Sur, en auxilio del Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto
Circuito, con residencia en La Paz, Baja California, al resolver el amparo en revisión 136/2020
(cuaderno auxiliar 359/2021), en el que determinó que debía realizarse una interpretación del
segundo párrafo del artículo 1070 del Código de Comercio que resultara conforme con el artículo 14
constitucional y no quedarse en su literalidad, en esa labor, determinó que previo a ordenar el
emplazamiento por edictos, se deben de girar oficios a diversas autoridades o entes públicos o
privados que cuenten con registros de domicilios de personas, a efecto de investigar más
exhaustivamente el domicilio del demandado y por lo tanto corroborar que efectivamente prevalece
el desconocimiento del mismo. Lo anterior, dijo, con la finalidad de salvaguardar el derecho de
audiencia de la parte demandada, ya que el emplazamiento a juicio es una formalidad esencial del
procedimiento, incluso la que tiene mayor importancia al ser la primera notificación por la cual se
tendrá conocimiento del juicio; y,
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el
amparo en revisión 304/2011, el cual dio origen a la tesis aislada número III.2o.C.199 C (9a.), de
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rubro: "EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS EN EL JUICIO MERCANTIL. PARA ORDENARLO,
BASTA EL INFORME DE UNA SOLA AUTORIDAD, POR LO QUE LA EFICACIA DE LA
INVESTIGACIÓN PREVISTA POR EL ARTÍCULO 1070 DEL CÓDIGO DE COMERCIO,
RESPECTO DEL DOMICILIO DEL DEMANDADO, DEBE PARTIR DE UN CRITERIO
CUALITATIVO, EN CUANTO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA POR LOS ENTES
JURÍDICOS."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época,
Libro V, febrero de 2012, Tomo 3, página 2281, con número de registro digital: 160314.
 
Tesis de jurisprudencia 31/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada de veintisiete de abril de dos mil veintidós.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 27 de mayo de 2022 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de mayo de
2022, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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JUICIO DE AMPARO DIRECTO. LOS ARTÍCULOS 186, 187 Y 188 DE LA LEY DE LA MATERIA,
AL NO PREVER QUE SE DÉ VISTA A LAS PARTES CON EL PROYECTO DE RESOLUCIÓN EN
TODOS LOS CASOS, EN FORMA PREVIA A SU DISCUSIÓN POR EL PLENO DEL TRIBUNAL
COLEGIADO DE CIRCUITO, NO VULNERAN EL DERECHO DE AUDIENCIA.
  
  
Hechos: En un amparo directo en revisión, la parte quejosa recurrente impugnó como
inconstitucionales los artículos 186, 187 y 188 de la Ley de Amparo, bajo el argumento de que no
prevén la obligación de que, en todos los casos, se dé vista a las partes con el proyecto de
resolución que será sometido a discusión del Pleno del Tribunal Colegiado de Circuito del
conocimiento, para tener la oportunidad de alegar sobre él, por lo que estimó trastocan el derecho
de audiencia previsto en el artículo 14 constitucional.
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que los
artículos 186, 187 y 188 de la Ley de Amparo son conformes con el derecho de audiencia tutelado
en el artículo 14 de la Constitución General, en relación con la oportunidad de alegar, ya que esta
formalidad esencial del procedimiento se encuentra garantizada en la tramitación del juicio de
amparo directo con base en el artículo 181 del mismo ordenamiento, sin que resulte exigible que las
partes tengan oportunidad de alegar en relación con el proyecto de resolución en todos los casos,
pues ello atañe al espacio exclusivo de deliberación del órgano de amparo, y verificar lo correcto o
incorrecto del proyecto concierne a su labor jurisdiccional.
 
Justificación: Como parte del derecho al debido proceso jurisdiccional previsto en el artículo 14 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyas formalidades esenciales integran el
derecho de audiencia, se encuentra la oportunidad de alegar; la cual, dentro del diseño procesal
que el legislador haya establecido para un determinado procedimiento jurisdiccional, se refiere a la
existencia de una fase, previa al dictado de la sentencia que dirima las cuestiones debatidas, en la
que las partes puedan formular sus alegatos como argumentos finales dirigidos a la persona
juzgadora en los que, con base en las actuaciones desahogadas durante el procedimiento, exponen
por qué consideran que sus respectivas pretensiones han quedado acreditadas. En el juicio de
amparo directo, de conformidad con los artículos 181 y 183 de la Ley de Amparo, está prevista la
oportunidad procesal de alegar inmediatamente antes de que el juicio se ponga en estado de dictar
sentencia, en observancia del derecho de audiencia, por lo que los alegatos, aun cuando no son
parte de la litis, sí son una forma de garantizar la debida defensa a las partes, expresando opiniones
o conclusiones lógicas sobre el fundamento de sus pretensiones; y el Tribunal Colegiado de Circuito
del conocimiento debe analizarlos para emitir su decisión, aun cuando no está obligado a plasmar
en su sentencia un pronunciamiento expreso sobre ellos, salvo que lo estime necesario para su
fundamentación y motivación atendiendo al caso concreto. Ahora bien, no es contrario al derecho
de audiencia el hecho de que ni en los artículos 186, 187 y 188 ni en algún otro de los que regulan
la sustanciación del juicio de amparo directo se prevea una obligación al Tribunal Colegiado, para
que, en todos los casos, previamente a la fecha de la sesión en que será discutido un asunto, se dé
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vista a las partes con el proyecto de sentencia, a fin de darles oportunidad de manifestarse sobre él,
como una segunda y diversa oportunidad de alegar. Ello, porque los alegatos como formalidad
esencial del procedimiento, han de realizarse en términos del artículo 181 mencionado. Pero una
oportunidad de alegar ya no sobre las actuaciones del juicio, sino para disputar ante el Pleno del
Tribunal Colegiado de Circuito la propuesta jurídica del proyecto, una vez que se ha citado para
sentencia y el asunto ha quedado en estado de resolución, implica intervenir en la deliberación
jurídica que atañe a los miembros del tribunal, pues el debate de la controversia sobre el acto
reclamado a la luz de los conceptos de violación y la consecuente decisión de acoger o no el
proyecto propuesto son la materia de jurisdicción que corresponde a los integrantes del órgano, por
tanto, examinar si el proyecto propuesto está apreciando correctamente los hechos del caso y los
argumentos de las partes, constituye el objeto de la discusión jurídica de las tres personas
juzgadoras, en la que ya no puede tomar parte el quejoso o el tercero interesado mediante un
ejercicio de alegatos, pues la decisión que sustente la resolución no depende sólo del Magistrado
ponente que formuló el proyecto; en ese sentido, no cabe estimar indefensión de los justiciables por
no permitirse alegar sobre el proyecto. Lo anterior, en el entendido que si bien la Ley de Amparo
prevé la obligación de otorgar vistas con el proyecto de resolución en los casos de los artículos 64 y
73, se trata de supuestos distintos y excepcionales, con fines diversos a la oportunidad de alegar
sobre el proyecto en cualquier caso.
  
  
Amparo directo en revisión 2676/2019. Lizette Brizuela Martínez. 17 de junio de 2020. Cinco votos
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá.
Ponente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 02 de diciembre de 2022 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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